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Se abre la sesión a las nueve y veinte minutos de la
mañana.

VACANTES MESA COMISIÓN.

— ELECCIÓN DE SECRETARIO SEGUNDO (Nú-
mero de expediente Congreso 041/000027 y números
de expediente Senado 570/000006 y 571/000004).

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señoras y seño-
res comisionados.

Se abre la sesión.
Vamos a proceder, en primer lugar, conforme al orden

del día que les ha sido remitido, a la elección, a la provi-
sión por elección de la plaza de secretario segundo que es-
taba vacante como consecuencia de la dimisión de don
José Luis Baltar.

Efectuaremos la votación por llamamiento, pero no por
orden alfabético. Yo había pedido la lista conforme al Re-
glamento, y espero que sea obviado ese problema, lo hare-
mos conforme al listado que tenemos ahora mismo. El se-
cretario va a proceder a llamar, en primer lugar, a los por-
tavoces y, luego, a los demás vocales miembros para ter-
minar votando los miembros de la Mesa. (Por el señor se-
cretario primero, Martínez Laseca, se procede a dar
lectura de la lista de los señores miembros de la Comi-
sión presentes y sustituidos.)

El señor PRESIDENTE: Ha resultado elegido el
único candidato, por 24 votos, don Manuel Prado López,
que se debe incorporar a la Mesa para ejercer su función.
(Aplausos.)

Señoras y señores comisionados, vamos a suspender
dos minutos para recibir al Defensor del Pueblo. Anuncio
que en la primera o la segunda de las intervenciones de 
SS. SS., dependerá también de la duración de las compare-
cencias, suspenderemos para darle también un respiro al
compareciente, porque es una sesión larga.

Se suspende la sesión.

Se reanuda la sesión.

— COMPARECENCIA DEL SEÑOR DEFENSOR
DEL PUEBLO (ÁLVAREZ DE MIRANDA Y TO-
RRES) PARA:

— EXPLICAR MONOGRÁFICAMENTE LA PARTE
DEL INFORME DEL AÑO 1996 RELATIVA A LA
INSEGURIDAD CIUDADANA, QUEJAS RECIBI-
DAS Y PROPUESTAS. A SOLICITUD DEL
GRUPO SOCIALISTA DEL CONGRESO (Número
de expediente Congreso 212/001155 y número de ex-
pediente Senado 713/000495).

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión.
Aunque es un orden del día nutrido, yo voy a utilizar la

misma norma de siempre de dejar hablar con absoluta li-

bertad a los portavoces en la idea de que ejerzan el auto-
control, para que esto no vaya demasiado lejos y en el
curso de la mañana podamos ver las tres comparecencias.

Quiero empezar con la primera, dando las gracias a don
Fernando Álvarez de Miranda porque somos conscientes,
todos lo conocemos, de que está pasado por un proceso de
enfermedad; lo hemos leído en los periódicos. Ha adqui-
rido una gripe, que yo creí que era asiática, pero resulta
que es africana y, por lo visto, redobla la incidencia. Por
eso hay que agradecerle que esté aquí.

La primera comparecencia se refiere al informe del año
1996 relativo a la inseguridad ciudadana, quejas recibidas
y propuestas, y fue pedida por el Grupo Socialista del Con-
greso.

El Defensor del Pueblo tiene la palabra.

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Álvarez de Mi-
randa y Torres): Señorías, he sido convocado por esta Co-
misión para exponerles las actuaciones realizadas y el
planteamiento que desde la institución del Defensor del
Pueblo se tiene acerca de problemas que por su actualidad
merecen —y yo creo que correctamente lo merecen— un
tratamiento monográfico y detallado. En concreto el señor
presidente se refería a la primera de ellas, solicitada por el
Grupo Parlamentario Socialista, relativa a la inseguridad
ciudadana correspondiente al informe de 1996. Se hace
preciso, con carácter previo a un desarrollo más pormeno-
rizado de este tema, concretar el tipo de quejas que abarca
el apartado correspondiente a la inseguridad ciudadana
que corresponde al informe del año 1996. Dentro de la se-
gunda parte del informe se encuentra el apartado tercero
que denominamos «Seguridad pública». El primer epí-
grafe de este apartado se refiere a las intervenciones de las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, englobándose dentro del
mismo las quejas que aluden a inseguridad ciudadana. La
razón de ser de esta estructura obedece al hecho de que los
sujetos activos, frente al tradicional binomio seguridad-in-
seguridad ciudadana, son naturalmente las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad del Estado y, por tanto, el denominador
común de estas quejas agrupadas en este apartado se refie-
ren fundamentalmente a la percepción que los ciudadanos
tienen de una posible falta de seguridad en sus lugares ac-
tuales de residencia. Este tipo de quejas suele ser planteada
por colectivos de ciudadanos; también por particulares,
aunque en menor medida. Junto a ello existe un pequeño
número de quejas, que llamaríamos individuales, que
muestran su disconformidad con las sanciones impuestas
al amparo de la Ley de Seguridad Ciudadana.

Básicamente, como se señalaba en el informe, la causa
más general de sensación de inseguridad gira en torno a la
existencia del tráfico de estupefacientes, no tanto a gran
escala como en relación al denominado menudeo, y a la
falta de presencia policial en las zonas en que se practica
que pueda disuadir a las personas implicadas en el tráfico
que se lleva a cabo. Precisamente como complemento a la
labor de recopilación de quejas en materia de inseguridad
ciudadana conviene hacer una breve referencia al apartado
que dentro del mismo capítulo figura en el informe de
1996 y que se refiere a un plan de visitas a comisarías de
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polícia que se inició en ese año 1996 y que ha continuado
durante 1997. La importancia de esta materia radica en que
a la hora de analizar la eficacia de la labor de las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad en relación al servicio público que
prestan y en el que se concentran precisamente el binomio
al que antes me refería, seguridad-inseguridad, yo creo que
es importante conocer con qué medios cuentan estas fuer-
zas en el desempeño de su labor, puesto que, debemos se-
ñalarlo con el máximo respeto al servicio público, debe-
rían evitarse problemas de descoordinación, disfunciones
y carencias. En nuestra relación con los representantes sin-
dicales de estos funcionarios y de las visitas giradas se han
podido deducir algunas conclusiones que quedaron refleja-
das en el informe y que resumiré de la siguiente manera.

Primero, si bien el Ministerio del Interior está reali-
zando un esfuerzo presupuestario notable para renovar y
mejorar las dependencias policiales y las comisarías, sub-
sisten todavía algunas con infraestructura inadecuada; y a
título de ejemplo señalábamos las de Coslada y Aranjuez.
Segundo, el tiempo de espera para formular denuncias
constituye un punto negro todavía sin resolver, siendo ha-
bitualmente superior a las dos horas. Tercero, el número de
funcionarios policiales uniformados para misiones de pa-
trulla y los medios materiales disponibles como vehículos
o elementos de transmisión no son suficientes para el ser-
vicio de atención ciudadana y prevención de la delincuen-
cia, siendo dentro de las dos la más preocupante la situa-
ción del parque móvil. Cuarto, existen dificultades en las
detenciones de ciudadanos extranjeros para su asistencia
por intérpretes cualificados. Quinto, deben señalarse los
problemas que se detectan para recibir una asistencia mé-
dica preventiva que evite las autolesiones y otros riesgos,
sobre todo en el caso de los detenidos que presenten tras-
tornos por sus drogodependencias o alteraciones psíquicas.
Sexto, las condiciones materiales de los calabozos son de-
ficientes: inadecuada ventilación, ausencia de calefacción,
escasez de recursos para la higiene personal, mal estado
del equipamiento de las celdas (como las colchonetas y las
mantas), escasez de iluminación y material inadecuado
para el revestimiento de las mismas celdas. Séptimo, se ha
prestado especial atención al uso del libro registro de iden-
tificaciones previsto en la Ley Orgánica 1/1992, de 2 de fe-
brero, de Protección de la Seguridad Ciudadana, dada la
especial incidencia que esta materia tiene dentro del con-
texto de los derechos y garantías en una detención.

Esta breve introducción pienso que nos va a servir para
situarnos mejor en toda la compleja situación que denomi-
namos inseguridad ciudadana. Durante 1996 se recibieron
un total de 29 quejas y se iniciaron dos de oficio, lo que
hace un total de 31 quejas. De ellas se han tramitado 22 y
no han sido admitidas a trámite nueve, quedando sólo una
pendiente de ser concluida al haber tenido un trámite más
prolongado en el tiempo y formularse en el mes de no-
viembre pasado una sugerencia a la Secretaría General
Técnica del Ministerio del Interior para que deje sin efecto
una sanción impuesta al amparo de la Ley Orgánica de Se-
guridad Ciudadana, sugerencia que todavía no ha sido
contestada por la Administración. En el caso de las quejas
no admitidas a trámite se ha enviado la oportuna informa-

ción respecto de los cauces necesarios para ejercer el dere-
cho de los ciudadanos y los motivos que pueden tener res-
pecto de una posible intervención del Defensor del Pueblo,
teniendo en cuenta que en tres de ellas existía además un
procedimiento judicial en trámite. Para la mejor compren-
sión de los criterios aplicados en la admisión o no admi-
sión de las quejas que se hace mención debemos puntuali-
zar lo siguiente. Primero, que han sido admitidas a trámite
todas aquellas quejas planteadas por colectivos, bien sean
asociaciones de vecinos, bien grupos de ciudadanos. El 99
por ciento de estas quejas planteadas por grupos aluden a
dos aspectos. Por un lado, al tráfico de estupefacientes en
la zona habitual de residencia y, por otro, la falta a juicio de
estos colectivos de una suficiente respuesta por parte de las
autoridades en general a sus demandas de una mayor pre-
sencia policial en los barrios afectados. A este grupo de
quejas igualmente en el 99 por ciento de los casos se les ha
dado un trámite consistente, básicamente, en solicitar in-
formación del gobierno civil o de la Delegación del Go-
bierno correspondiente, y en algún caso incluso de los res-
ponsables policiales directos, trasladándose esta informa-
ción a los propios interesados. En un porcentaje que puede
estimarse entre el 60 y el 70 por cien de estos casos, la res-
puesta a la solicitud de informe ha consistido en señalar las
actuaciones llevadas a cabo hasta el momento con el com-
promiso de incrementarlas. Igualmente en porcentaje simi-
lar al que ha quedado reflejado antes respecto de las quejas
de colectivos, las respuestas de los gobiernos civiles o de-
legaciones del Gobierno cuentan con una variable común,
que son las reuniones de los responsables policiales con las
asociaciones de vecinos correspondientes a fin de que se
puedan concretar las medidas a adoptar. En las quejas no
admitidas a trámite, prácticamente todas ellas de ciudada-
nos a título individual, los problemas que se han planteado
abarcan aspectos que se refieren a las sanciones impuestas
con arreglo a la Ley Orgánica de Seguridad Ciudadana por
posesión de estupefacientes en pequeñas cantidades y a
problemas concretos con vecinos de los inmuebles que ha-
bitan y que a su juicio pudieran estar relacionados con las
drogas. En estos casos se les ha recomendado inicialmente
que se procediera a denunciar estos hechos y, caso de no
ser tramitada su denuncia o no tener una respuesta satis-
factoria o en el tiempo adecuado, indicarles que pueden di-
rigirse de nuevo al Defensor del Pueblo para una nueva va-
loración de los hechos. La procedencia de las quejas es de
lo más variada con respecto a todo el territorio nacional,
aunque debemos decir que destacan por su número las de
las asociaciones de vecinos de ciudadanos a título indivi-
dual del barrio de San Blas de Madrid.

Vamos a hacer a continuación un informe sintético de
las quejas de oficio, de las quejas más representativas de
los grupos vecinales y de los grupos de ciudadanos a título
individual que han sido admitidas a trámite y no admitidas
a trámite. Como les indicaba, son dos las quejas de oficio
tramitadas por la institución con motivo de estas noticias
aparecidas en medios de comunicación. Una de ellas hacía
referencia a unos incidentes sucedidos en Melilla (parece
que Melilla es una ciudad que tiene especial sensibilidad
para los incidentes porque ayer volvíamos a leer que se han
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vuelto a repetir, pero en otras condiciones), en los que in-
tervinieron unos legionarios del cuartel Millán Astray, que
como represalia de la muerte de un compañero en el barrio
musulmán de la ciudad causaron destrozos en la vía pú-
blica agrediendo a varios transeúntes. La Delegación del
Gobierno de Melilla nos informó que había tomado medi-
das para restablecer el orden y para investigar e identificar
a los responsables de estos hechos, quienes habían sido
puestos a disposición de la autoridad judicial, por lo que el
Defensor hubo de suspender la investigación iniciada.

La otra queja de oficio se inició al tener conocimiento
esta institución de que un grupo de vecinos de Madrid es-
taba organizando (no olviden SS. SS. que en la convoca-
toria se hace referencia al período correspondiente al in-
forme de 1996) patrullas de ciudadanos para impedir el
ejercicio de la prostitución y la presencia de drogodepen-
dientes en la zona de Méndez Álvaro, ocasionando la co-
rrespondiente alteración del orden público. Desde la insti-
tución se envió a un asesor que se desplazó para conocer
la situación en la zona, manteniendo una entrevista con
los responsables policiales que coordinaban la vigilancia
en el lugar a fin de evitar precisamente los aludidos de-
sórdenes. Posteriormente se solicitó la información a la
Delegación del Gobierno, que nos informó de los contac-
tos que se llevaban a cabo al objeto de disuadir a los veci-
nos de que continuasen con esta actividad de patrulla en la
zona.

Por otra parte, en lo relativo a las quejas que se plan-
tearon por asociaciones de vecinos y particulares, he de
significar que las mismas se refieren a la inseguridad ciu-
dadana provocada por el tráfico de estupefacientes, que
venimos repitiendo desde el comienzo de nuestra interven-
ción. Así, se han presentado a esta institución quejas de las
asociaciones de vecinos de Valdepeñas, en Ciudad Real,
Narón, en La Coruña, Puebla del Río, en Sevilla, y Boadi-
lla del Monte, en Madrid. Es de significar la posición ac-
tiva de estas asociaciones que generalmente acuden a esta
institución después de haber planteado el problema a las
distintas autoridades con competencias en la materia. En
todos estos casos hemos solicitado información a los en-
tonces gobiernos civiles, las delegaciones o subdelegacio-
nes del Gobierno actualmente, acerca de la realidad de las
situaciones denunciadas y de las actuaciones que se habían
llevado a cabo para evitarlas. De las respuestas facilitadas
se desprende que en la generidad de los casos las autorida-
des, conscientes de la gravedad del problema que se había
planteado, mantuvieron cuantas reuniones fueron conside-
radas necesarias con las asociaciones, al objeto de infor-
mar puntualmente a las mismas de las actuaciones bien de
carácter policial, bien de otra índole, encaminadas a paliar
la situación denunciada. En relación a la información con-
creta que sobre estos casos se ha facilitado a la institución
podemos significar que, en el caso de Valdepeñas, el Go-
bierno Civil de Ciudad Real nos informó que desde 1995
se había iniciado la presencia y control policial en la zona
situada en la ciudad que señalamos y cuya situación per-
siste en la actualidad, señalándose que las aprehensiones
han dado lugar a procedimientos penales y en estos mo-
mentos también tienen lugar los procedimientos sanciona-

dores en aplicación de la Ley Orgánica de Seguridad Ciu-
dadana.

Por lo que se refiere a la queja planteada en relación al
tráfico de estupefacientes en Boadilla del Monte, esta ins-
titución solicitó información tanto de la Dirección General
de la Guardia Civil como del Ayuntamiento de la citada lo-
calidad, habida cuenta de la queja que aludía a la falta de
dotación de Policía local en esta población. En la respuesta
facilitada por el Ayuntamiento se nos informa que se tenía
prevista la aprobación de cinco nuevas plazas de policías
locales y una de cabo para el año 1996. No obstante, afir-
maba que existe una buena colaboración con la Guardia
Civil, cooperando estrechamente en labores de protección
ciudadana, lo que a juicio de los informantes del Ayunta-
miento resultaba suficiente para preservar la seguridad en
el municipio.

Por su parte, la Dirección General de la Guardia Civil
ha informado de las detenciones prácticas durante el año
1996 en relación a hechos conexos con el tráfico de estu-
pefacientes, destacando la colaboración con el Cuerpo Na-
cional de Policía en lo que se refiere al control de personas
que pueden desplazarse a la zona para la adquisición de la
droga. Debemos reseñar que en el caso de Narón, por ser
una zona especialmente castigada por el problema del trá-
fico de estupefacientes esta institución consideró necesario
solicitar la colaboración del delegado del Gobierno para el
Plan nacional sobre las drogas, quien nos ha remitido un
extenso informe respecto de todas las actuaciones realiza-
das en la zona, no sólo de carácter policial sino también de
carácter social. De dicho informe se desprende que la cola-
boración —y esto es importante— entre las asociaciones
antidroga y los responsables de la Administración está em-
pezando a dar frutos con el descenso del número de drogo-
dependientes, si bien no puede considerarse que el pro-
blema esté erradicado. 

Dentro de este apartado hay también que destacar las
quejas recibidas en relación con el tráfico de estupefacien-
tes en distintos sectores de Madrid. Y así, se han recibido
quejas en relación al deterioro padecido en el Pozo del Tío
Raimundo y en el barrio de San Blas, en concreto en la an-
tigua avenida de Guadalajara, lugares ampliamente cono-
cidos por el tráfico de estupefacientes. En el primero de los
casos, el del Pozo del Tío Raimundo, la Delegación del
Gobierno informó que este barrio es un lugar de paso para
quienes se acercan al poblado marginal de la Celsa, punto
estratégico en el tráfico de drogas en esta capital. También
se ha informado que la comisaría de Entrevías, que es la
encargada de este sector, ha adoptado medidas tanto en el
aspecto social como policial para intentar controlar este
tráfico en colaboración con la brigada provincial de segu-
ridad ciudadana. Y respecto al barrio de San Blas, la Dele-
gación del Gobierno ha informado que junto al grave pro-
blema del tráfico de estupefacientes existe un problema
general de convivencia entre los residentes en viviendas de
pisos y las personas que residen —si se puede decir—, que
habitan o viven en chabolas. A este respecto, la Delega-
ción del Gobierno nos informó de las actuaciones que se
estaban proyectando en materia urbanística y que fueron
iniciadas en el año 1996, por lo que se prevé un descenso
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de la presencia de personas dedicadas al tráfico de estupe-
facientes. Por otra parte se informó —ustedes lo recorda-
rán— sobre el operativo policial que se llevó a cabo por
esta comisaría de San Blas y que fue conocido como Ope-
ración verano 1996. Como ha pasado tanto tiempo desde
entonces, no tenemos que confundir esa operación del año
1996 con la que posteriormente tuvo lugar, precisamente
realizada por el Ayuntamiento en otras zonas y que dio lu-
gar a incidentes acometidos, como es lógico, en el informe
correspondiente al año 1997; pero nos estamos refiriendo,
puesto que así me lo exige la solicitud de comparecencia,
al informe de 1996. Esta acción policial preventiva duró 24
horas al día y fue llevada a cabo para impedir el acceso de
drogodependientes.

Hasta aquí llega el relato de las quejas que han sido tra-
mitadas en relación con el tráfico de drogas. Pero también
se han recibido otras quejas en las que el problema de la
inseguridad ciudadana viene provocado por la difícil con-
vivencia entre distintos colectivos. Así, se dirigió a esta
institución una asociación de vecinos de Palencia mani-
festando la disconformidad que tenía con el acuerdo adop-
tado por Ayuntamiento de esa ciudad en virtud del cual se
trasladaba a una zona próxima a sus viviendas a un nú-
mero indeterminado de familias gitanas, lo que a su juicio
iba a provocar problemas de convivencia que ya se habían
traducido en altercados entre los vecinos y los gitanos. La
asociación hacía constar que se había procedido a impug-
nar ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Castilla-León este acuerdo
municipal. La queja, por consiguiente, no pudimos admi-
tirla a trámite por existir un procedimiento judicial que,
como ustedes saben, impide al Defensor del Pueblo entrar
en el examen de la queja a tenor del artículo 17 de nuestra
ley orgánica, pero también porque el planteamiento de la
queja dejaba entrever una cierta resistencia a la presencia
de los gitanos como problema fundamental, lo que lógica-
mente no podría considerarse en sí mismo un elemento de
queja sino un enfrentamiento entre las dos comunidades,
con otras características distintas a las que se señalaban en
la queja presentada por la asociación de vecinos de este
barrio palentino. En todo caso, en el escrito de informa-
ción se indicó a la asociación que, en el supuesto de que
las denuncias formuladas con motivo de los posibles al-
tercados no fueran diligentemente tramitadas por las auto-
ridades policiales, se pusiera en conocimiento de esta ins-
titución a fin de que pudiéramos adoptar las medidas
oportunas tendentes a instar de las autoridades competen-
tes el mantenimiento de esta seguridad ciudadana a la que
ellos apelaban.

En relación con la prostitución se recibió una queja en
la que se manifestaba la presencia de prostitutas en una de-
terminada zona de Almería. La queja se refería a la inse-
guridad creada en la zona con frecuentes peleas callejeras
y tráfico de estupefacientes. El Gobierno Civil de Almería
informó a esta institución de que se habían efectuado ope-
raciones para erradicar este tráfico de estupefacientes y
para evitar las alteraciones del orden público mediante una
mayor presencia policial, dando resultados positivos de
acuerdo con el informe de Almería.

Finalmente se han recibido en esta institución quejas re-
lativas a los problemas de orden público que se originan en
las zonas frecuentadas por jóvenes. Así sucedió en la loca-
lidad de Los Belones, en Cartagena, zona turística, en la
que algunos jóvenes protagonizaron actos de vandalismo y
gamberrismo a altas horas de la noche. La Delegación del
Gobierno en Murcia informó de que la Guardia Civil co-
nocía el problema y se había procedido a establecer patru-
llas en la localidad, lo que había erradicado en alguna me-
dida este problema sin que se hayan reproducido estos he-
chos, al menos en lo que se refería el informe que nos
llegó. Situación similar a la expuesta fue la que nos plan-
teó una asociación de vecinos en Santander, que manifes-
taba venir denunciando desde hacía varios años la insegu-
ridad que padecían en sus barrios sin que al parecer se hu-
bieran tomado las medidas oportunas para evitar los desór-
denes que se cometían. Se solicitó a la Delegación del Go-
bierno el oportuno informe, señalándose que se habían lle-
vado a cabo reuniones por parte de los responsables de
contactos ciudadanos de la comisión provincial con la aso-
ciación a fin de conocer exactamente los motivos de la
queja, el tipo de hechos que a su juicio suponía el clima de
inseguridad ciudadana denunciada. El delegado nos infor-
maba que la brigada provincial de seguridad ciudadana ha-
bía cursado los oportunos dispositivos de servicios para
que en las áreas de atención al ciudadano y por los grupos
de policía contra la delincuencia juvenil se controlase la
zona y los objetivos señalados al efecto de que los vecinos
tuviesen una percepción de clima de mayor seguridad.

Por hacer un poco de resumen me vuelvo a referir a las
dos quejas de oficio, la de los legionarios de Millán As-
tray, de Melilla, y la prostitución de Méndez Álvaro, de
Madrid; a las quejas de asociaciones de vecinos de Val-
depeñas, Boadilla del Monte, Narón, en Coruña, El Pozo
del Tío Raimundo, en Madrid, y San Blas, en la antigua
avenida de Guadalajara, en Madrid también; y a los pro-
blemas de inseguridad ciudadana como consecuencia de
la convivencia entre distintos colectivos, de las asocia-
ciones de vecinos de Palencia, de Los Belones, en Carta-
gena, Murcia, y de Santander.

Sus señorías me permitirán que yo entienda que con
esta exposición —que es a fin de cuentas la ampliación de
lo que figuraba de manera mucho más sucinta, casi tele-
gráfica, en el informe de 1996— haya dado cumplimiento
al encargo recibido de trasladarles una ampliación de los
problemas de inseguridad ciudadana correspondientes a
este informe —insisto— del año 1996.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Defensor del
Pueblo, por la información que nos ha proporcionado. En
orden a fijar posición o a hacer comentarios a este informe
¿grupos que desean intervenir? (Pausa.)

Por el grupo promotor de la comparecencia, tiene la pa-
labra el señor Pedret.

El señor PEDRET I GRENZNER: Señoras y señores
comisionados, el autocontrol al que nos ha excitado pre-
viamente el presidente de la comisión no va, en mi caso, a
excluir el dedicar un tiempo cortísimo, pero le aseguro que
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sentido, a agradecer al Defensor del Pueblo su presencia en
la mañana de hoy entre nosotros, más teniendo conoci-
miento, también por la comunicación del presidente, de la
situación física en la que se encuentra, por lo cual le ase-
guro que voy a intentar ser lo más breve posible, porque
me parece que tampoco es bueno, desde ningún punto de
vista, mantener a un ciudadano tan ilustre como el Defen-
sor del Pueblo en una situación incómoda ante el Parla-
mento. Por ello, con brevedad absoluta quiero agradecerle
el exhaustivo informe, muy ampliado desde luego respecto
al escrito y también a las manifestaciones verbales que nos
expuso en el informe de 1996. Entienda también que es
muy lógica la preocupación o el interés de quien habla en
este momento por el hecho de pertenecer a la Comisión de
Justicia e Interior del Congreso y tratarse de temas absolu-
tamente conexos.

A nosotros nos interesaba mucho —y por eso la solici-
tamos— la información detallada de lo que había ocurrido
en 1996 —a aquel ámbito temporal nos referíamos— pero
nos interesaba también —y así constaba en la solicitud de
comparecencia— la existencia, si las había, de propuestas
por parte de la institución respecto a los temas de seguri-
dad o inseguridad ciudadana. De todas formas considero
que de la exhaustiva —repito— exposición del Defensor
del Pueblo aparecen, al menos por vía negativa, propuestas
interesantes. Digo por vía negativa porque me ha parecido
detectar que, en la mayoría de ocasiones, al referirse a las
quejas concretas se hablaba del contacto producido a con-
secuencia de la queja entre las autoridades encargadas de
la materia y los afectados, básicamente las asociaciones de
vecinos.

Desde nuestra perspectiva de la seguridad o inseguri-
dad ciudadana, que es básicamente social en el sentido
que nuestra Constitución nos obliga a entender nuestra se-
guridad ciudadana, es decir, aquel ámbito de paz y liber-
tad en que se sienten los ciudadanos individual y colecti-
vamente para poder ejercer amplia e ilimitadamente sus
derechos, entendemos que la participación ciudadana, el
contacto permanente y organizado entre las autoridades
encargadas de la materia y las personas afectadas, y tam-
bién los representantes sociales de estas personas afecta-
das, es el eje fundamental para el mantenimiento de la se-
guridad ciudadana. Y no es sólo, señor Defensor del Pue-
blo, una formulación teórica que realicemos. Entendemos
que de los datos de la realidad aparece que, cuando este
esquema de participación, contacto, prevención, conoci-
miento, intercambio de información se produce, los índi-
ces de victimización descienden; cuando estos contactos
se interrumpen, dejan de funcionar los consejos de seguri-
dad, se produce la actuación aislada, independiente, de las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, no existe la
comunicación previa permanente y fluida con las organi-
zaciones sociales, los índices aumentan. Y desde la pers-
pectiva social a que me refería antes de la seguridad ciu-
dadana, de este ánimo libre que deben tener los ciudada-
nos en el ejercicio de sus derechos, la victimización es
dato fundamental, no tanto el número de actuaciones que
se han producido contra la seguridad ciudadana, no tanto
el importe económico que ello suponga, sino la sensación

de libertad de los ciudadanos. Decía por ello que por vía
negativa o al contrario había deducido la existencia de una
recomendación no formulada expresamente; recomenda-
ción que si es así en el ánimo del Defensor del Pueblo
quiere decir que tiene la adhesión completa de nuestro
grupo porque los datos, como había dicho antes, son ab-
solutamente contundentes. Si comparamos datos no refe-
ridos a las quejas presentadas, pero al hilo de estas quejas,
datos por ejemplo de la victimización en el año 1996 en la
ciudad de Madrid, en la villa de Madrid, o en la ciudad de
Barcelona, observamos un diferencial importante de 4
puntos, 14 puntos en la ciudad de Barcelona, 18 puntos en
la villa de Madrid.

No puede desde luego mi grupo dejar de relacionar este
hecho importante (cuatro puntos, cuando hablamos de 14 y
18, es un porcentaje importantísimo que afecta realmente a
la sensación de libertad y de seguridad) con la existencia
de mecanismos de participación actuantes en la ciudad de
Barcelona, con un consejo de seguridad y con unos conse-
jos de prevención y seguridad de los distritos, con las me-
sas de coordinación policial, con la intervención no sólo de
las todas las fuerzas de seguridad, sino de gremios, asocia-
ciones de comerciantes, asociaciones de vecinos, represen-
tantes políticos, etcétera, con la práctica desaparición (no
teórica, pero sí práctica) del Consejo de Seguridad de Ma-
drid, cuya última reunión data de hace más de 7 meses en
este momento, pero ya se producía antes la espaciosidad
excesiva de convocatoria para reuniones de trabajo.

Se trata, por tanto, a nuestro entender, no sólo de una
cuestión de participación teórica, sino de una cuestión de
repercusión práctica real. Sólo en la participación, sólo en
el conocimiento previo, en la confianza entre todos los que
tienen que intervenir en el tema, desde los ciudadanos
hasta la autoridades, desde la autoridad represiva (como
debe ser también la policía, evidentemente) a las autorida-
des civiles, podemos crear un clima que podíamos consi-
derar conveniente. Ésta es por nuestra parte la conclusión
que más nos interesa de la comparecencia de hoy.

Y ha habido también unas referencias del Defensor del
Pueblo en relación a una de las quejas de oficio formuladas
que no podemos dejar de recoger también para su constan-
cia, al menos en el «Diario de Sesiones», aunque cierta-
mente no se ha referido al período temporal del año 1996.
Se ha referido el Defensor del Pueblo a la queja de oficio
tramitada respecto a la actuación de determinados legiona-
rios del cuartel Millán Astray, en Melilla. Es lo cierto que
en los últimos días hemos visto un par de incidentes (no
sólo uno, sino un par de incidentes) en la ciudad de Melilla
que creemos que ponen de manifiesto también la existen-
cia de unas condiciones de seguridad ciudadana deficien-
tes en aquella ciudad autónoma y que deben llamar nuestra
atención, y desde luego estoy convencido que llaman la
atención del Defensor del Pueblo. Me estoy refiriendo al
descubrimiento el día 23 de febrero, el lunes pasado, del
cadáver calcinado de una inmigrante en el absolutamente
indignante campamento espontáneo del cementerio de au-
tomóviles de los terrenos de la Granja Agrícola de Melilla,
en donde viven inmigrantes en unas condiciones absoluta-
mente contrarias al mínimo respeto de los derechos huma-
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nos, y está absolutamente convencido este portavoz de que
están también relacionados con el tema de los incidentes
de anteayer en el centro de Melilla. Digo absolutamente re-
lacionado porque sólo conociendo cuáles son las situacio-
nes físicas reales de la vivienda, con todas las comillas ne-
cesarias, que se procuran de una forma u otra los inmi-
grantes en el cementerio de automóviles puede entenderse
realmente lo que pudo ocurrir anteayer en Melilla y lo que
puede ocurrir en cualquier momento si no se establece este
sistema de participación de todos los afectados y, eviden-
temente, en el caso de Melilla, la erradicación absoluta de
las condiciones físicas del cementerio de automóviles de la
Granja Agrícola, que es tema que sabemos perfectamente
preocupa al Defensor del Pueblo.

Con ello y no haciendo, como nos ocurre casi siempre,
excesivo honor a la promesa de brevedad, pero procurando
no extenderme más allá de lo que consideraba imprescin-
dible, acabo la intervención, repitiendo, como no podía ser
de otra forma, el agradecimiento al Defensor del Pueblo
por su comparecencia.

El señor PRESIDENTE: A continuación, los distintos
grupos de menor a mayor intervendrán también para fijar
su posición. En este sentido, el portavoz y vicepresidente
de la Mesa, don Luis Mardones, por el Grupo de Coalición
Canaria, tiene la palabra.

El señor MARDONES SEVILLA: Me atendré tam-
bién a su recomendación inicial de la brevedad. Agradece-
mos al señor Defensor del Pueblo el informe que sobre este
punto a iniciativa del Grupo Socialista nos ha traído, y creo
que es importante cualquier reflexión que hagamos en esta
Cámara al respecto.

Pero voy a ceñirme en estos aspectos en cuanto estén
dentro de una información y actuaciones del Defensor del
Pueblo, dado que de aquí se pueden derivar las observa-
ciones pertinentes pero que tendrían mejor cabida en una
comparecencia del señor Ministro del Interior, a los efec-
tos que le correspondan.

Yo quiero, en primer lugar, destacar que la oficina del
Defensor del Pueblo no ha sido ajena ni insensible, sino
todo lo contrario, a las quejas que han llegado de los ciu-
dadanos en una materia en que lo que llama en verdad la
atención es su parquedad. Parquedad frente a lo que es des-
pués una exposición en los medios de comunicación social
de distintos aspectos relacionados con la inseguridad ciu-
dadana.

Como bien señala el informe de 1996 del Defensor del
Pueblo, lo que se ha recogido en él son una serie de de-
nuncias ocurridas en barrios de Madrid y de algunas loca-
lidades, como ha señalado el Defensor del Pueblo, y curio-
samente referidos a temas de drogas, tráfico de estupefa-
cientes, a la carencia de iluminación callejera y a la poca
presencia policial. Esto ya nos sitúa en un problema muy
complejo, cuya resolución no es solamente de una única
administración, sea la que sea que esté llamada a resolver
el asunto, porque desde luego la iluminación callejera es
una cuestión de la Administración local, de los ayunta-
mientos respectivos; la lucha contra la droga plantea pro-

blemas de competencias interministeriales e incluso inte-
radministrativas, como las Fuerzas y Cuerpos de Seguri-
dad del Estado, Cuerpo de Policía Nacional o Guardia Ci-
vil, y las policías autonómicas de aquellas comunidades
autónomas que las tienen, caso de Cataluña, País Vasco y
Galicia.

Todo lo relacionado con la presencia policial, como
bien conoce el señor Defensor del Pueblo, es un problema
todavía mucho más complejo. Aquí habría que hacer una
observación; creo que ha sido atinada la observación que
ha hecho el portavoz socialista con respecto a una institu-
ción o un aparato orgánico que a veces funciona con gra-
ves deficiencias en cuanto a sus reuniones en el tiempo,
que son las comisiones o juntas de seguridad ciudadana,
bajo la presencia del delegado del Gobierno o del subdele-
gado respectivo en la provincia, de la que tienen que for-
mar parte, por supuesto, los representantes de las policías
autonómicas y de las policías locales.

Yo creo que estas observaciones del Defensor del Pue-
blo pueden ser muy interesantes. En este momento desco-
nozco si ha habido ya comparecencia, pero en cualquier
caso la habrá, si no la hubiera habido, acogiéndonos siem-
pre a la grata benevolencia y colaboración del señor De-
fensor del Pueblo y de todos sus adjuntos, ante la subco-
misión que en esta Cámara está formada para buscar la de-
finición de un nuevo modelo policial. Nuevo modelo poli-
cial donde fundamentalmente la práctica es atender, entre
otras cuestiones, a esta inseguridad ciudadana, porque es-
tamos viendo que el ciudadano en casos de atracos, viola-
ciones, tironeros, no recurre, por la incidencia que nos ha
señalado don Fernando Álvarez de Miranda, a la institu-
ción del Defensor del Pueblo, porque se va por las vías or-
dinarias bien de los juzgados, de la Administración de jus-
ticia, bien por la vía de las denuncias pertinentes en las co-
misarías de policías.

Sí sería conveniente una recomendación de la oficina
del Defensor del Pueblo en base a la casuística que le pu-
diera llegar, y también de esas actuaciones de imagen que
viene muy acertadamente haciendo la institución del De-
fensor del Pueblo a través de los medios de comunicación
social, visitas a comisarías, etcétera; habría que hacer a
los ciudadanos una oferta de la receptividad que tiene para
cualquier tema social la institución del Defensor del Pue-
blo, de forma que también llegasen esas denuncias, y que,
de una manera muy genérica, y me agarro al caso de la
poca presencia policial, fuera motivo de una recomenda-
ción interesante de la institución del Defensor del Pueblo
al Gobierno que, para corregir los déficit de poca presen-
cia policial, se inste a estas juntas de seguridad ciudadana,
formadas por las distintas administraciones, a que hagan
una labor que, a juicio de este diputado y de mi grupo, es
la deficiencia más notoria hoy en día, porque no hay coor-
dinación entre las distintas policías (la estatal, la autonó-
mica y la de administración local), que todas tienen, como
dice el ciudadano, muchos guardias y muchos policías y,
sin embargo, se ven deficiencias de la presencia policial,
porque a fin de cuentas al ciudadano le tiene sin cuidado
que la presencia policial tenga el uniforme de un color o
de otro, sino que vaya directamente a resolverle los pro-
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blemas. Hay que sacar partido, señor Defensor del Pue-
blo, a la Ley Orgánica de Protección de la Seguridad Ciu-
dadana, bien invocada en uno de los informes que trae la
memoria de 1996 del Defensor del Pueblo, como a la Ley
Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
Pero yo creo que en estas dos leyes orgánicas y en la com-
petencia del Defensor del Pueblo hay instrumentos para
que la alarma social no exista y la incidencia sea la que las
estadísticas señalen en cualquier país ordinario, pero tene-
mos que estimular la presencia policial, exigiéndoles a las
administraciones coordinación entre ellas, y no que cada
cuerpo vaya por su lado, como muchas veces ocurre.

Coalición Canaria ha estimulado a su propia Adminis-
tración autonómica de Canarias modelos policiales que no
vayan por la vía del aumento del gasto de inventarnos nue-
vas policías, sino en coordinar a las que ya existen. En esta
línea, nuestro grupo le ofrece su máxima colaboración,
como es habitual, al señor Defensor del Pueblo, a toda la
institución y a los colaboradores que la forman.

El señor PRESIDENTE: Seguidamente, como no hay
ningún grupo intermedio, el portavoz del Grupo Popular,
don Francisco Murcia, tiene la palabra.

El señor MURCIA BARCELÓ: En primer lugar,
quiero agradecer también al señor Defensor del Pueblo su
presencia y su información en relación con el informe del
año 1996. 

Quisiera iniciar mi intervención manifestando algo que
me ha causado francamente alegría, y es la facilidad que
existe para poder conectarse entre los representantes del
Gobierno y el Defensor del Pueblo para que a su vez sean
los representantes del Gobierno, en su caso, policía, dele-
gados del Gobierno, etcétera, los que se conecten con la
ciudadanía, que es, en definitiva, a quien va dirigida la se-
guridad ciudadana y de donde parte también la inseguridad
ciudadana, porque también de ciudadanos parte este pro-
blema.

Del pequeño informe que tenemos y que venía reflejado
en el boletín de 12 de junio de 1997 acerca de la seguridad
ciudadana, tenemos que manifestar que tanto cuando se
puso de manifiesto que representantes de varias asociacio-
nes de vecinos de populares barriadas de Madrid, como en
otros casos correspondientes a distintas zonas del territorio
nacional, también se habían planteado quejas respecto a la
problemática del tráfico de estupefacientes, con una di-
mensión más allá de la meramente policial que, a juicio del
Defensor del Pueblo, exigía que durante 1997 se proce-
diera a hacer un seguimiento más particularizado de estos
supuestos, con el objetivo de tratar de coordinar a todas las
administraciones afectadas para dar una respuesta más efi-
caz a este problema.

Pues bien, a lo largo de 1997 nos consta que la Direc-
ción General de la Policía ha orientado las líneas generales
de actuación a dar respuesta y satisfacer en la medida de lo
posible las necesidades que plantea la sociedad española,
aproximando los servicios policiales al cuidando para con-
seguir las más altas cotas de seguridad ciudadana y espe-
cializar en el sentido de adaptar unidades específicas del

Cuerpo Nacional de Policía para hacer frente a la moderna
delincuencia en sus manifestaciones más evolucionadas y
complejas.

Desde del segundo semestre de 1996, la Dirección Ge-
neral de la Policía viene desarrollando, y así nos consta, un
proyecto llamado de policía de proximidad, con los objeti-
vos fundamentales de acercar la policía al ciudadano, in-
crementando la presencia policial en las calles hasta alcan-
zar la plena integración de los mismos en la comunidad a
la que sirven para en definitiva mejorar las condiciones de
la seguridad ciudadana.

Este proyecto se ha puesto en marcha en determinados
barrios de 21 ciudades españolas, destinándose a ellas un
total de 490 funcionarios, así como el equipamiento nece-
sario, consistente fundamentalmente en motocicletas y
equipos de comunicación.

Debemos significar que el resultado obtenido hasta la
fecha es al parecer altamente satisfactorio, tanto por el
grado de aceptación de los ciudadanos en las ciudades en
que prestan servicio, como por el grado de satisfacción
profesional de los propios policías, así como por la efica-
cia demostrada en la prevención de la inseguridad.

En relación con los grupos de atención a la mujer, se ha
procedido a la creación de nuevas unidades en las locali-
dades de Oviedo, Toledo y Murcia, que vienen a unirse a
las 13 ciudades españolas que ya contaban con este servi-
cio. También durante 1997 se han creado nuevos grupos de
menores en las plantillas de Toledo y Jaén.

En la actualidad, el Ministerio del Interior tiene suscri-
tos convenios de colaboración en materia policial con la
Comunidad Autónoma de Galicia, Comunidad Valenciana
y Comunidad de Andalucía para la adscripción de unida-
des del Cuerpo Nacional de Policía de conformidad con lo
establecido en el artículo 47 de la Ley Orgánica 2/1986, de
13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Es-
tado. En el marco del convenio de colaboración del 25 de
noviembre de 1996 suscrito entre el Ministerio del Interior
y la Federación Española de Municipios y Provincias, con
el objetivo fundamental de fomentar la coordinación y la
colaboración policial tanto de las instituciones como de los
cuerpos y fuerzas de seguridad que actúan en un mismo
municipio, a lo largo de 1997 se han firmado acuerdos es-
pecíficos de colaboración con los siguientes municipios:
Valencia, Granada, Santiago de Compostela, Toledo y El
Egido.

Con el fin de lograr una mayor eficacia en la lucha con-
tra la delincuencia organizada, en particular en lo que
atañe al tráfico de estupefacientes, crimen organizado y
blanqueo de capitales, el Consejo de Ministros de 24 de
enero de 1997 aprobó un plan de medidas para luchar con-
tra las drogas y el crimen organizado. En cumplimiento de
dicho plan, la Dirección General de la Policía ha puesto en
marcha un proceso de creación de las Unidades de Droga y
Crimen Organizado (Udyco), que en una primera fase se
ha aplicado en las jefaturas superiores de Madrid, Cata-
luña, Galicia, Valencia, Andalucía y Canarias, coinci-
diendo con las ciudades que por su población o por su ac-
tividad turística constituyen puntos de asentamiento y ac-
tuación de estas organizaciones criminales.
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Actualmente se encuentran integradas en estas unida-
des 1.077 policías, y en lo relativo a medios materiales y
técnicos se ha llevado a cabo una inversión de 220 millo-
nes de pesetas. Los resultados de su funcionamiento ya se
han evidenciado tanto por los servicios operativos realiza-
dos como por el grado de aceptación y estima puesto de
manifiesto en las conclusiones de diversos foros entre los
que podemos citar Congreso Interpol (en Alicante), Euro-
pol (en Valencia) o las primeras jornadas de Udyco en Ma-
drid.

La lucha contra el tráfico de drogas continúa siendo una
prioridad operativa sobre la que se ha actuado intensa-
mente, tanto desde la mejora de coordinación informática
como en la ejecución de operativos policiales. Los deco-
misos logrados referidos sólo a las tres principales sustan-
cias de narcotráfico arrojan resultados altamente positivos,
aunque provisionales de momento. Heroína: 371 kg; co-
caína: 9.224; hachís: 91.654. Estas incautaciones de droga
han supuesto 9.269 actuaciones policiales, con un total de
14.250 personas detenidas por esta causa.

Durante 1997 las distintas unidades operativas del
Cuerpo Nacional de Policía han continuado desplegando
una intensa labor tanto a nivel central como periférico para
el mantenimiento de la seguridad ciudadana, acentuando la
faceta preventiva y asistencial, y para la persecución e in-
vestigación de los delitos y faltas. Podríamos señalar algu-
nos, quizás los más significativos en algunas áreas, como
podrían ser, en el área de información, la detención de 29
miembros relacionados con la banda terrorista ETA; deten-
ción de 109 personas relacionadas con los taldes «y» re-
partidos de distinta forma entre Pamplona, San Sebastián,
Bilbao, Vitoria; detención de 11 personas de nacionalidad
argelina, que constituían un comando de apoyo a infraes-
tructuras del GIA argelino; la desarticulación en Barcelona
de una red de apoyo a organizaciones integristas de carác-
ter islámico, así como otras áreas y servicios realizados por
las unidades de policía judicial y en particular las Udyco,
conforme se relaciona anteriormente.

También tenemos en el área de seguridad ciudadana la
elaboración, desarrollo y participación de los correspon-
dientes dispositivos de seguridad realizados con ocasión
de la cumbre del Consejo de la OTAN, celebrado en Ma-
drid, de la celebración en Sotogrande de la Rider Cup, de
la celebración en Barcelona del enlace matrimonial de su
Alteza Real la Infanta doña Cristina, así como del desarro-
llo entre los días 1 y 2 de diciembre de la cumbre hispano-
francesa en Salamanca.

Yo sí quisiera terminar, para no hacerlo largo, y que no
parezca simplemente que estoy haciendo un poco de auto-
bombo al comportamiento del Gobierno ante sus obliga-
ciones en relación con la seguridad ciudadana, diciendo
que mi grupo, el que sustenta al Gobierno, tiene la con-
fianza de que éste va a conseguir que nuestro país sea se-
guro y que se garantice la libertad. ¿Cómo? Como el pro-
pio Defensor del Pueblo a lo largo de su intervención ha
venido diciendo: reforzando los medios, incrementando la
prevención en general de la delincuencia, aproximando la
policía al ciudadano, aumentando la coordinación e infor-
mación entre los distintos cuerpos de seguridad, incremen-

tando la cooperación entre todos los cuerpos y fuerzas de
seguridad del Estado, tanto del Gobierno central como de
las comunidades autónomas y de los municipios y, por su-
puesto, con el diálogo entre las autoridades, entre la poli-
cía, entre los ciudadanos, entre la sociedad civil, en defini-
tiva, y los políticos.

Agradeciéndole nuevamente su presencia, yo termino.

El señor PRESIDENTE: Tiene de nuevo la palabra el
Defensor del Pueblo para contestar a las distintas interven-
ciones.

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Álvarez de Mi-
randa y Torres): Muchas gracias, señor presidente, muchas
gracias, señorías que han querido hacer una serie de pun-
tualizaciones y observaciones a esta ampliación del in-
forme de hace más de dos años que en algunas cosas evi-
dentemente se ha quedado un poco retrasado. Bueno, así
han sido las cosas y deberíamos procurar evitarlas.

Mi primera sensación después de oírles a SS. SS. es que
todo lo que han dicho me parece perfectamente razonable
y que lo suscribo plenamente.

En relación con lo que el representante del Grupo So-
cialista nos sugiere respecto de un contacto permanente y
organizado entre las personas afectadas y las fuerzas de se-
guridad, que de alguna manera ha quedado traslucido en
parte del informe, le diré que, como él mismo ha subra-
yado, me parece esencial. Sin ese contacto entre la socie-
dad civil afectada por estos temas de inseguridad y las pro-
pias fuerzas o cuerpos que están encargados de mantener la
seguridad, poco se podría hacer. De manera que eso es ab-
solutamente esencial, absolutamente primordial. Y todo lo
que se pueda decir en ese aspecto, como S. S. nos ha indi-
cado, tenemos que, desde el Defensor del Pueblo, no sola-
mente subrayarlo, sino aplaudirlo y sumarnos a ese tipo de
contactos para que efectivamente esos consejos que en al-
gunos supuestos parece que cuesta poner en marcha, y en
otros, una vez que se ponen parece que luego se abando-
nan, no se dejen en el olvido. El aumento de la inseguridad
por falta de contactos yo creo que es bastante cierto, como
S. S. ha señalado.

El porcentaje de lo que ocurre en Barcelona, al que ha-
cía alusión, donde las aproximaciones de contactos se lle-
van con mucha más frecuencia que en otras ciudades, nos
demuestra lo beneficioso de esos contactos, y lo benefi-
cioso —a mi juicio— de un aspecto que han subrayado los
tres señores que han intervenido: la coordinación de las
fuerzas de seguridad.

Acabamos de hacer alusión a un tema que afecta tam-
bién a otro que al Defensor del Pueblo le ha dejado en oca-
siones con la sensación de que algo no marcha bien. Yo es-
toy seguro de que las fuerzas de seguridad y otros organis-
mos del Estado quieren tener en cuenta la importancia y el
valor de la coordinación. Nosotros, ante casos que real-
mente nos han parecido alarmantes y que en cierto modo
nos debían movilizar, como nos han movilizado, nos he-
mos dirigido a las autoridades correspondientes (Ministe-
rio del Interior, Ministerio de Justicia, Fiscalía General del
Estado) pidiendo primero y sobre todo que las fuerzas de
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seguridad del Estado y las policías autónomas y locales se
coordinen y que no actúen cada una por su lado, con el fin
de que no lleguen luego a producirse sucesos lamentables
como los que se están produciendo, sin culpa de nadie,
sino simplemente porque no ha habido esa coordinación.

Esa recomendación la hemos efectuado recientemente,
después de tener constancia de los hechos, la propia Admi-
nistración la ha reconocido. No es algo que el Defensor del
Pueblo se esté inventando, tendrá su reflejo en el informe
correspondiente, pero es algo a lo que ustedes se están an-
ticipando, porque efectivamente es así: la coordinación es
fundamental, y pasa y surge precisamente porque las fuer-
zas que deban coordinarse tengan esa conciencia.

Por consiguiente, al representante del Grupo Parlamen-
tario Socialista le agradezco lo que él indica. Yo participo
fundamentalmente en todo lo que nos dice sobre el Con-
sejo de Seguridad de Madrid; en ese sentido, habría que
hacer algún tipo de gestión, que yo le aseguro que el De-
fensor hará llegar al delegado del Gobierno para que, lo
mismo que en otras ocasiones el Defensor se ofrece de una
manera voluntaria, si por otros procedimientos no se puede
llegar a hacer este tipo de convocatorias entre los distintos
sectores afectados, podamos convocarles y escuchar a las
distintas partes los problemas que se pueden plantear;
igual que ha ocurrido en aspectos sobre inmigración,
puede ocurrir con la seguridad ciudadana.

Se acaba de referir a los problemas de Melilla. Yo
acabo de venir de Ceuta, que es otro aspecto distinto del
de Melilla, y resulta que nada más irnos vuelven a produ-
cirse estos hechos. Hay que hacer algo, hay que volver
allí, hay que estar presente, hay que excitar a las autorida-
des correspondientes de estas ciudades un poco emblemá-
ticas, que están representando un poco nuestra frontera
sur, que se están preparando para una impermeabilización
que va a ser difícil de conseguir, porque nadie pone puer-
tas al campo, ni a la libertad, ni al hambre. Y a eso no se
le pone puertas ni hay quien quiera ponerlas. Tenemos que
tomar nuestras medidas. Evidentemente es muy cómodo
para Europa decir que el sur de nuestras fronteras se im-
permeabilice para no dejar llegar allí a toda esta gente su-
cia, maloliente que viene desde el sur. Bueno, eso no lo
podemos nosotros tolerar y debemos hacer algo desde el
punto de vista político y desde el punto de vista sobre todo
de derechos humanos, pero la realidad es que esto existe y
hay que buscar las fórmulas que señalaba: estar allí pre-
sentes, dar ánimos a quienes padecen más directamente
esa inseguridad y decirles que Melilla y Ceuta no están
ajenas a las preocupaciones del Defensor del Pueblo.

Y don Luis Mardones, que siempre es absolutamente
conciso, oportuno y puntual, nos decía lo mismo: falta co-
ordinación, esa subcomisión para buscar un nuevo modelo
policial… Yo creo que efectivamente hay que ir a un
nuevo modelo policial. El Defensor hasta ahora no ha sido
convocado para asistir a esa subcomisión, pero pienso que
desde luego sobre esto tiene la institución ideas y ha traba-
jado el tema, y no es una cosa que hayamos improvisado
en este momento; se viene trabajando desde hace tiempo,
se viene dando vueltas y, con mucho gusto, si la subcomi-
sión hace esa convocatoria, se asistirá.

En cuanto al representante del Grupo Popular, efectiva-
mente, los contactos con la Administración existen. Esa di-
rectiva política que se ha proyectado sobre un plan de pre-
vención de inseguridad, él nos ha dado mejor que nadie
una serie de datos que yo creo que son bastante elocuentes
y que yo le agradezco que queden reflejados además para
poder dejar constancia de lo que se ha hecho. Pero yo creo
que todo lo que se hace es insuficiente, siempre —él
mismo lo decía— hay que hacer un poco más. Y en esa lí-
nea estaremos nosotros para apoyar las acciones que sobre
esta materia podamos llevar adelante.

— INFORMAR SOBRE EL ESTADO DEL IN-
FORME MONOGRÁFICO DE LA VIOLENCIA
CONTRA LAS MUJERES EN EL ÁMBITO FA-
MILIAR. A SOLICITUD DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO CATALÁN (CONVERGÈNCIA I
UNIÓ) (Número de expediente Congreso
212/001173 y número de expediente Senado
713/000504).

El señor PRESIDENTE: Siguiendo el orden del día,
procede, si les parece a los señores y señoras comisiona-
dos, que responda a la primera comparecencia, la si-
guiente, respecto a los malos tratos a la mujer en el ám-
bito de la familia, y después que interrumpamos un mo-
mento para que intervengan a continuación los demás
portavoces.

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Álvarez de Mi-
randa y Torres): Creo que de los tres temas, me adelanto a
decirlo, éste es el más extenso, porque tiene hoy mayor
contenido, o por lo menos el Defensor le ha dado mayor
contenido en vista de la situación que se ha planteado, y
son SS. SS. las que, a la vista de lo que el Defensor ex-
ponga, pueden hacer todas las aportaciones que consideren
oportunas.

Como comentamos en una de las primeras oportunida-
des que el Defensor tuvo el honor de venir ante esta Comi-
sión, comparecencias como ésta que vamos a hacer ahora,
o como las que se hacen en la mañana de hoy, de alguna
manera llenan de contenido la figura del defensor del Pue-
blo, porque lo que veníamos haciendo hasta ahora era una
especie de rito un poco absurdo. Anualmente nos veíamos
las caras, que para mí era siempre una satisfacción volver
a verles después de que se presentaba oficialmente el in-
forme ante el presidente del Congreso y se repartía a todas
SS. SS.; nos veíamos las caras, hablábamos y, bueno,
¡hasta más ver!

Ya desde el primer momento SS. SS. señalaban que la
forma correcta de poder actuar sería trocear, si se puede
decir la expresión, alguno de los temas, aquellos temas que
ustedes consideraran que podían tener mayor interés para
poder discutir sobre ellos y poder hacer variaciones y re-
flexiones sobre su contenido, porque de esa manera podía-
mos detallar problemas, pero de la manera condensada con
la que en el informe se recoge todo lo que se ha hecho du-
rante un año, es muy difícil el detalle.
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Entro ya en el problema de la violencia contra las mu-
jeres en el ámbito familiar, y quiero empezar informán-
doles que de forma habitual se vienen recibiendo quejas
en las que las mujeres plantean situaciones de amenazas
de malos tratos (malos tratos físicos y psíquicos), agre-
siones sexuales que sufren por parte de las personas con
las que conviven o con las que han convivido. Al encon-
trarse estos hechos, en la mayoría de los casos denuncia-
dos, pendientes de procedimientos judiciales, también le
ocurre al Defensor que en muchos de estos casos no
tiene la posibilidad desde la institución de realizar (en
los supuestos concretos, me estoy refiriendo) ningún
tipo de actuación respecto al principio de independencia
judicial.

La grave situación expuesta en los escritos de queja que
se reciben en la institución, reflejada también en numero-
sas noticias aparecidas en los periódicos, produjo por parte
de las estructuras y de los responsables de la institución del
Defensor del Pueblo la adopción de la determinación de
que se iniciara una investigación de carácter general ante
las distintas administraciones públicas que estaban impli-
cadas en el tema, solicitando también la colaboración de la
Fiscalía General del Estado al objeto de conocer, primero,
cuál es la dimensión real de este problema y poder propo-
ner más tarde las medidas que fueran pertinentes para pre-
venir y sancionar estas lesiones, estos malos tratos a muje-
res en el ámbito familiar, en el ámbito de pareja o de cual-
quier otro tipo de convivencia.

La justificación para iniciar esta investigación con ca-
rácter general viene, como ustedes saben, determinada en
función de la propia competencia que el artículo 54 de la
Constitución y de la ley orgánica le atribuyen al Defensor,
una institución cuyo fin es la defensa de los derechos com-
prendidos en el Título I del texto constitucional, que no
puede permanecer impasible ante situaciones reiteradas en
las que se pone en peligro la integridad física de un grupo
de personas que en muchos casos ha llevado a la pérdida
de la vida.

El problema no es nuevo ni para el Parlamento Europeo
ni para estas Cortes Generales. El Parlamento Europeo en
el año 1996 y en el pasado año 1997 adoptó dos resolucio-
nes en las que de forma exhaustiva pedía a todos los Esta-
dos miembros la aprobación de medidas eficaces con las
que poder erradicar la violencia contra las mujeres.

Las Cortes Generales con fecha 12 de mayo de 1989, en
la Comisión de Relaciones con el Defensor del Pueblo y
los Derechos Humanos, emitió un informe en el que se ha-
cía una serie de consideraciones acerca de todos y cada
uno de los aspectos que inciden en los malos tratos de las
mujeres. Este informe, que SS. SS. sin duda conocen, fina-
lizaba con una serie de recomendaciones que afectaban a
las fuerzas de seguridad, al Poder Judicial, a los servicios
sociales, a las reformas legales necesarias para que nuestra
legislación pudiera hacer frente de una forma adecuada a
esta situación.

De la lectura de este informe, teniendo en cuenta la
acritud en que nos encontramos actualmente, se deduce sin
lugar a dudas que el problema continúa vigente, y que
buena parte de las recomendaciones que ahí se hicieron no

han sido puestas en práctica o lo han sido de forma defi-
ciente.

Partiendo tanto de estos pronunciamientos efectuados
por el Parlamento Europeo como por la comisión antes ci-
tada de las Cortes Generales, esta institución, el Defensor
del Pueblo, solicitó a finales del año 1997 la colaboración
de los siguientes ministerios: Ministerio de Justicia, Minis-
terio del Interior, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
y asimismo también la Fiscalía General del Estado, con el
fin de poder conocer la realidad de los problemas desde es-
tas administraciones con alguna competencia en el asunto
al que nos venimos refiriendo.

Primero vamos a hacer referencia a las contestaciones
que hemos recibido, sin negarles a ustedes que, como com-
plemento de estos informes a los cuatro organismos a los
que me he referido, nos hemos dirigido también a las dis-
tintas comunidades autónomas solicitando esta informa-
ción, que todavía no nos ha sido suministrada, para poder
así elaborar en su plenitud el informe que aspiramos a po-
der presentar a ustedes en breve, con una visión global del
problema y unas propuestas ya concretas, formales y más
elaboradas, precisamente por la información total y global
de los temas.

Desde el Ministerio del Interior se han facilitado unos
datos estadísticos que en términos generales se pueden re-
sumir en que algo más de 15.000 denuncias anuales por
malos tratos y agresiones han sido efectuadas en los años
1994, 1995 y 1996.

Igualmente se ha reconocido por el Ministerio, y antes
lo señalaban, que se dedican actuaciones prioritarias a
cada uno de los aspectos relacionados con la violencia
contra las mujeres, fundamentalmente desde dos áreas
complementarias: la formación de Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado y la atención, investigación y repre-
sión de este tipo de delitos.

En lo que se refiere a la formación, se nos indica por el
Ministerio del Interior que ésta se orienta tanto a sus com-
ponentes de nuevo ingreso como a los que ya vienen perte-
neciendo a los cuerpos de seguridad mediante la celebra-
ción de cursos de formación, cursos de actualización y per-
feccionamiento, con los que se mantiene un nivel cons-
tante de preocupación, un nivel de sensibilización hacia
estos problemas.

El área de atención, de investigación y de represión de
este tipo de delitos se desarrolla fundamentalmente a tra-
vés de los servicios de atención a la mujer existentes en la
Dirección General de Policía. Según dicho Ministerio, en
los servicios aludidos se abordan los aspectos psicológi-
cos, asistenciales y legales que presentan las mujeres que
han sido objeto de agresión o maltrato, viéndose esta labor
complementada con la investigación policial encaminada
al esclarecimiento de los delitos y a la detención de los cul-
pables.

En la comunicación enviada por este Ministerio, se
indica igualmente que se encuentran en la actualidad en
funcionamiento servicios de atención a la mujer en 16
localidades del territorio nacional, estando prevista la
próxima puesta en funcionamiento de otros 12 servicios
en distintas ciudades, pero como indico ésta es una aten-
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ción que se enfoca de una manera global desde el Minis-
terio.

El Ministerio concluye participando que esta institu-
ción, en el curso de los últimos años, ha dictado sucesivas
circulares cuyo contenido está directamente relacionado
con la violencia y el maltrato a las mujeres en el ámbito fa-
miliar. Estas circulares hacen referencia a las normas de
actuación ante la denuncia de mujeres maltratadas y a la
salvaguarda de su intimidad, habiéndose establecido tam-
bién normas sobre la centralización de las estadísticas de
dichas denuncias y la ayuda policial necesaria para la for-
mulación de las mismas, así como información de los de-
rechos que asisten a las mujeres víctimas de la violencia
doméstica, dándose la máxima prioridad a las denuncias
formuladas por mujeres en relación con delitos de viola-
ción y agresiones sexuales.

Desde el Ministerio de Justicia se nos ha informado de
la reforma que en estos momentos se está tramitando en re-
lación con determinados artículos sobre delitos contra la li-
bertad sexual. En este sentido se apuntó que se recuperará
el término de violación por entender que está más consa-
grado doctrinalmente que el de agresión sexual, al que se
aludía en el artículo 178 del Código Penal.

Hay también una referencia a la agilización de los pro-
cedimientos judiciales, ya que entiende el Ministerio de
Justicia que la mayoría de las agresiones podrían ser tra-
mitadas a través del denominado juicio rápido previsto en
el artículo 790.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en
atención a las circunstancias de flagrancia o evidencia de
los hechos y a la alarma social producida.

En cuanto a la utilización en estos casos de la Ley
35/1995, de ayudas a víctimas de delitos violentos, desde
el Ministerio de Justicia se nos hace constar que la trami-
tación, el reconocimiento y el abono de estas ayudas co-
rresponde al Ministerio de Economía y Hacienda. Ése fue
el motivo por el que desde el Defensor del Pueblo se haya
interesado de la Dirección General de Costes de Personal
y Pensiones Públicas que nos informen de estas ayudas
que hayan podido conceder con motivo de malos tratos o
de agresiones cometidos dentro del ámbito familiar. Debo
informarles que hasta el momento esta información está
pendiente de ser recibida. Esta ley de ayudas asigna en su
artículo 16 al Ministerio de Justicia la implantación deci-
dida de asistencia a las víctimas, y en tal sentido se ha so-
licitado que se nos informe también del número de ofici-
nas existentes en estos momentos, así como de las que se
tengan en proyecto implantar. Por último, se ha solicitado
del Ministerio de Justicia que nos participe las medidas
concretas que se han adoptado o piensan adoptarse como
consecuencia del convenio marco que se firmó con el Ins-
tituto de la Mujer.

Por su parte, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les nos ha comunicado que desde 1984 está funcionando
un servicio de información, que consta de 9 centros, en los
que se presta asesoramiento a las mujeres agredidas física,
psíquica o sexualmente; y que también existen 321 centros
similares a los anteriores en todo el territorio nacional, que
dependen de ayuntamientos o de comunidades autónomas,
correspondiendo el mayor número de ellos a Andalucía,

con 127, un 39,55 por ciento de los centros, y Madrid, con
43, un 13,40 por ciento. Existe también, como ustedes co-
nocen, un servicio de atención telefónica durante las 24
horas, dependiente del Instituto de la Mujer, al que se
puede llamar de forma gratuita.

Durante 1997, la ayuda asignada a las asociaciones de
mujeres han alcanzado los 500 millones de pesetas, te-
niendo constancia el Ministerio de Trabajo y Asuntos So-
ciales de la existencia de ONG que también desarrollan
servicios de ayuda y apoyo a estas mujeres, junto con los
ayuntamientos y las comunidades autónomas.

El número de casas de acogida ha pasado, según los da-
tos que facilita el propio Ministerio, de 46 en el año 1991 a
129 en 1997. A pesar de todo el esfuerzo, el propio Minis-
terio reconoce que los efectos de la violencia y las denun-
cias que se formulan van aumentando paulatinamente, y el
número de mujeres muertas anualmente a manos de sus
maridos o compañeros se ha incrementado de manera no-
table en los últimos años, motivo por el cual es necesario
hacer desde el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales un
plan de actuación en el que todas las administraciones pú-
blicas con alguna responsabilidad desarrollen de forma
eficaz sus competencias.

Dentro de estas nuevas acciones a realizar desde el Mi-
nisterio al que nos vamos refiriendo, se nos ha informado
de la aprobación por el Consejo de Ministros, en su reu-
nión del 7 de marzo de 1997, de una serie de medidas para
prevenir y eliminar la violencia contra la mujer, que for-
man parte del tercer plan para la igualdad de oportunidades
entre mujeres y hombres y que, en principio, podríamos re-
sumirlas como las siguientes: Realizar campañas de infor-
mación a fin de que pueda sensibilizarse a la sociedad con-
tra la violencia que sufren mujeres y niñas. Potenciar la
creación de servicios dirigidos a mujeres víctimas de vio-
lencia. Introducir en los cuerpos de formación del personal
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado módulos
específicos para una mejor atención y asistencia a mujeres
víctimas de violencia. Impulsar que en las comisarías y en
servicios de la Guardia Civil existan unidades específicas
de atención a mujeres víctimas de agresión sexual, malos
tratos, integrados especialmente estos cuerpos por muje-
res. Facilitar a mujeres víctimas de abusos y agresiones se-
xuales una guía de recursos disponibles en la Administra-
ción. Impulsar el desarrollo de programas de asesora-
miento, rehabilitación y apoyo para mujeres, niñas y ado-
lescentes que hayan sido objeto de abusos y agresión se-
xual. Estudiar la aplicación de la legislación sobre agresio-
nes sexuales y malos tratos, con el fin de impulsar aquellas
modificaciones normativas que procedieran. Introducir en
los procesos de formación de la judicatura módulos espe-
cíficos sobre la violencia contra las mujeres. Promover in-
vestigaciones sobre las causas que dan lugar a ejercer la
violencia contra las mujeres. Perfeccionar las estadísticas
utilizadas a partir de las denuncias de violencia en los dis-
tintos ámbitos, de manera que se pueda tener un cono-
cimiento más preciso de la situación real.

Todos los datos recibidos desde este Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, lo anunciaba a SS. SS. al co-
mienzo de mi intervención, serán completados, serán am-
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pliados con los que ya han sido solicitados al Instituto de la
Mujer y a los organismos homólogos de cada comunidad
autónoma que en los momentos actuales no han sido reci-
bidos.

Por parte de la Fiscalía General del Estado se nos ha in-
formado que los datos estadísticos obrantes en la misma no
han sido objeto de un tratamiento unificado en la memoria
general.

Desde la reforma realizada en el Código Penal con la
Ley 3/1989 existe, como saben SS. SS., en el artículo 153
un delito específico de malos tratos en el ámbito familiar,
teniendo constancia en la mencionada Fiscalía que durante
los últimos años se han incoado por este delito los siguien-
tes procedimientos: En el año 1994, 3.196; en el año 1995,
3.531; en el año 1996, 4.826 procedimientos. Estas cifras
se refieren en exclusiva al delito mencionado, sin incluir ni
las faltas ni los delitos de lesiones en el ámbito familiar.
Con el fin de tener un conocimiento más correcto de la si-
tuación, desde la fiscalía se ha solicitado a los fiscales je-
fes que en el año 1997 se incluya de forma expresa por
cada fiscalía las apreciaciones, valoraciones, que se consi-
deren convenientes en relación con el problema al que nos
venimos refiriendo.

Finalmente, desde la fiscalía, como consecuencia de la
instrucción 2/1980, de 8 de marzo, se consideró que el ar-
tículo 104 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal debe ser
interpretado en el sentido de estimar que las faltas por mal-
trato físico al cónyuge son perseguibles de oficio en nues-
tro ordenamiento y que, por consiguiente, ese enjuicia-
miento debe hacerse con la presencia del fiscal.

Toda esta información anterior está siendo debidamente
compulsada, valorada en estos momentos, a la espera de
recibir los datos solicitados de las comunidades autóno-
mas. Una vez tengamos toda la documentación solicitada
en nuestro poder, podremos concluir el informe monográ-
fico que yo me comprometí a presentar. Todos ustedes re-
cibirán puntualmente esa información en pocas semanas.

Además de los departamentos de la Administración a
los que se ha hecho referencia, desde el Defensor nos ha
parecido que era fundamental mantener entrevistas con
distintas ONG: con la Asociación de Mujeres Juristas, con
el lobby de Dones de Mallorca, con la Federación de Aso-
ciación de Mujeres Separadas y Divorciadas, con la Aso-
ciación de Asistencia a Mujeres Violadas. Debemos seña-
lar el trabajo que nos fue aportado sobre esta materia por el
Defensor del Pueblo andaluz.

De la información que hemos recibido hasta el mo-
mento, sin perjuicio de las consideraciones que se inclui-
rán de forma definitiva en el informe, es posible adelantar-
les a SS. SS. algunas consideraciones, especialmente lo
que pudiéramos llamar aspectos sociológicos que influyen
en este tipo de comportamientos y también respecto de la
respuesta que pueda darse desde el punto de vista legal a
este problema.

En primer lugar hay que admitir que los datos conoci-
dos son una mínima expresión de la magnitud del pro-
blema. Estamos viendo, si se me permite la expresión, la
punta de un iceberg cuyo verdadero alcance no estamos en
condiciones de conocer. A pesar de todo, existe un 18 por

ciento de españoles, unos 5,5 millones de personas, que
conocen algún caso de malos tratos físicos a la mujer por
parte de su pareja, entre sus familiares o conocidos. Todo
ello según el barómetro de opinión que ha sido elaborado
por encargo del Defensor del Pueblo en este mes de enero
de 1998.

En este mismo estudio se estima que un 86 por ciento
de los entrevistados considera que las situaciones de malos
tratos nunca salen a la luz. ¿Por qué? Por el enfoque emi-
nentemente privado que se da a este problema. Se parte de
la base de que las relaciones entre los miembros de la fa-
milia no deben trascender, lo que en la práctica las hace
más complejas, menos transparentes y, en consecuencia,
más difíciles de conocer, de prevenir, de erradicar. El ám-
bito doméstico, por su privacidad, proporciona otra varia-
ble de este fenómeno en el tratamiento judicial y policial
como delito contra las personas, que es la dificultad de la
prueba, lo que beneficia la impunidad del delito.

El fenómeno de la violencia doméstica que sufren las
mujeres está muy relacionado con el que sufren los meno-
res dentro del mismo núcleo familiar. En muchas ocasio-
nes se producen coetáneamente; en otros, los daños para
los menores, que se derivan de la contemplación del mal-
trato cotidiano de su madre, son daños psíquicos, con gra-
ves consecuencias para su estabilidad emocional, para su
aprendizaje de actitudes ante la vida. Los jóvenes se socia-
lizan en un ambiente de violencia; una violencia que se
aprende y se transmite de un miembro de la familia a otro
y de generación a generación, haciendo que las víctimas a
veces acaben por ser verdugos creando sus propias vícti-
mas.

Por todo ello, este tipo de malos tratos y agresiones de-
bemos abordarlo como un problema social, como un delito
que rebasa el ámbito privado para ser considerado como
un auténtico problema social por su magnitud y por sus re-
percusiones.

Estudios realizados en Estados Unidos, en Inglaterra,
en distintos países, indican que la violencia es un compor-
tamiento aprendido, que el 81 por ciento de los hombres
llamémosles maltratadores —a mí no me gusta la expre-
sión porque les deberían llamar miserables— fueron testi-
gos o víctimas de malos tratos en su niñez. Uno de los fac-
tores que inciden en que las mujeres y los niños sean ob-
jeto de malos tratos es el apoyo de principios culturales y
costumbres sociales que han defendido, que han inculcado
tradicionalmente la dependencia casi absoluta de la mujer
al hombre y de los pequeños a sus progenitores.

El número de denuncias de mujeres que han sido vícti-
mas de malos tratos ha ido en aumento. Este incremento
que se ha experimentado desde 1984 no significa que haya
aumentado el número de mujeres maltratadas en general,
sino que algunas mujeres han tenido acceso a la informa-
ción y han ido conociendo los cambios legislativos, han
ido conociendo sus derechos, los recursos sociales que
existen a su disposición, generándoles unas expectativas
de resolución que a veces se han visto truncadas llevándo-
las hasta la muerte.

La mayoría de las 91 mujeres muertas por malos tratos
en 1997 habían presentado varias denuncias, habían inten-
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tado salir de su situación privada y se sintieron indefensas,
obteniendo el resultado por todos conocido. Con el cono-
cimiento y defensa de sus derechos como personas, las
mujeres van abandonando su posición de víctimas y van
intentando que el hombre las respete, pretendiendo resta-
blecer una relación de igualdad con el compañero. El hom-
bre por su parte se va adaptando a esta nueva y más iguali-
taria dinámica pareja. Los nuevos modelos de relación se
prestan menos a la violencia porque se basan, al menos
teóricamente, en expectativas de igualdad.

De los estudios realizados, de los datos suministrados,
se puede deducir que no existe una causa única que provo-
que los malos tratos, pero sí una serie de factores de riesgo
que pueden favorecer la aparición y el mantenimiento de
estos malos tratos a la mujer en el hogar. La principal va-
riable es la situación estructural de desigualdad real en la
que se puede encontrar la mujer. Ésa es la verdadera varia-
ble principal.

Existen otros factores de riesgo, eso es cierto. La mujer
económicamente independiente, culturalmente formada,
tiene muchas menos probabilidades de mantener una rela-
ción violenta durante largo tiempo. Aunque llegue a conti-
nuar la relación después de los malos tratos, suele termi-
narla en breve período. Otra razón muy importante que
mantiene los malos tratos es el reparto de papeles y de fun-
ciones dentro de la familia, en la que la mujer sigue te-
niendo la condición de subordinada.

Un factor importante es que las mujeres maltratadas por
su pareja frecuentemente también lo fueron por sus padres.
Fueron unas niñas golpeadas o abusadas emocionalmente
por la madre, el padre, o por ambos progenitores. Han sido
testigos del sufrimiento de una madre maltratada y de ellos
aprendieron el rol pasivo, la respuesta de sometimiento a la
violencia. Pertenecieron a una familia en la que la forma
de interacción habitual era la violencia. Es difícil observar
a una mujer que haya vivido en un ambiente familiar afec-
tuoso y cálido y que tolere ser maltratada.

La documentación recibida con ocasión de la investiga-
ción abierta nos permite —y voy a transmitírselo, aunque
quizá sea un poco excesivo dentro de la comparecencia,
pero me parece que el tema lo merece— poner de relieve
los rasgos que presentan las mujeres objeto de estos malos
tratos: baja autoestima. Se sienten culpables por haber sido
agredidas; se sienten fracasadas como mujeres, como es-
posas y como madres. Sienten terror, pánico; sienten que
no tienen control sobre su vida. Sienten gran ambivalencia,
sentimientos encontrados: rabia por haber sido agredidas,
pero también que la pegaron por su culpa, que se lo mere-
cía. Se sienten completamente incapaces e impotentes para
resolver su situación debido a que siempre han sido con-
troladas y dominadas. Son tradicionales en cuanto al ho-
gar, la unidad familiar y los roles sexuales femeninos. Han
sido socializadas para pensar que los golpes son cosa nor-
mal en el matrimonio. Creen que nadie les podrá ayudar a
resolver sus problemas, excepto ellas mismas. Se sienten
responsables por la conducta del agresor. Exhiben o de-
muestran una gran resistencia y una actitud de aceptación
pasiva. Abrigan esperanzas irreales de que el cambio es in-
minente. Se vuelven aisladas desde el punto de vista so-

cial. Se definen asimismo en términos de las necesidades
de las demás. Poseen un alto riesgo de volverse adictas a
drogas o al alcohol. Exhiben desórdenes de estrés, depre-
siones y condiciones psicosomáticas. Basan sus sentimien-
tos y autovalía en la habitualidad de conquistar y mantener
a un hombre a su lado. Aceptan el mito de la superioridad
masculina. Subestiman el peligro de su situación. Aceptan
la visión de la realidad que tiene su compañero. Sienten
que no tienen derecho a defenderse. Dudan de su propia
salud mental. Temen el estigma del divorcio.

Según un estudio elaborado por la Universidad de Zara-
goza, la edad media en las mujeres víctimas de la violencia
doméstica es de 42 años, situándose la mayoría de las víc-
timas entre los 24 y 65 años. Su estado civil es el de casada
o con relación estable en un 79,31 por ciento. Nueve de
cada 10 mujeres agredidas tienen hijos.

En cuanto al hombre violento, su prototipo no es exclu-
sivo de una determinada clase social. Existe y se encuentra
en cualquier ciudad, pequeña o grande, y cualquier barrio
de esta ciudad, pero tienen quizás algunas características
en común. La mayoría de ellos proceden de familias donde
existían malos tratos. Por tanto, fueron víctimas y/o testi-
gos de violencia, adquiriéndola como una forma normali-
zada de relacionarse. Han vivido la violencia como sis-
tema de poder. Aprendieron que ejerciéndola en el hogar
obtienen poder y consiguen lo que quieren. Así el hombre
violento puede no sólo haber sido un niño maltratado, sino
que también es el producto de un sistema social que ofrece
los ingredientes para alimentar esa forma de ser. Los hom-
bres violentos aspiran a ejercer un poder y control absoluto
sobre su pareja, no sólo en lo que hace o deja de hacer, sino
también en sus pensamientos y sentimientos más íntimos.
No ve a su pareja como una persona, sino como una cosa
de la que tiene que saber todo, controlar todo. No puede ig-
norar nada.

Otra de las características de estos hombres es su baja
autoestima. Suelen tener una imagen muy negativa de sí
mismos, se sienten miserables y fracasados como perso-
nas. Precisamente esta baja opinión de sí mismo coexiste
con sus actitudes amenazantes y omnipotentes, que se van
a reforzar y confirmar con cada uno de los actos de violen-
cia. Para el hombre violento, cada situación que interpreta
como desafío la vive como un aniquilamiento de su ser; es
entonces cuando supera esos estados por medio de actos
violentos. Suele ser profunda y patológicamente celoso.
Ansía la exclusividad. Quiere ser el primero y el único en
la atención de su mujer. Por ello la gran parte de los actos
de violencia se inician ante la percepción errónea de que
ella, su mujer, les puede dejar. Desean tenerla en casa ais-
lada, dependiente.

Se han determinado una serie de rasgos que también
podrían ayudar a distinguir a un hombre que maltrata. Es-
tos rasgos serían: incapacidad para tolerar frustración o si-
tuaciones de gran estrés; incapacidad para aceptar respon-
sabilidades por sus actos. Son estrictamente celosos, quie-
ren controlar la vida de sus esposas conjuntamente. Temen
que su esposa los abandone y tratan de evitarlo por medio
del temor. Se sienten en situación de poder y creen conser-
varla. Fueron a su vez maltratados o sufrieron de negligen-
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cia cuando eran niños. Utilizan el sexo como un acto de
agresión para sobreponerse a la impotencia o bisexualidad.
Tienen dificultad en reconocer o describir sentimientos. A
menudo presentan doble personalidad: amorosos y violen-
tos. Son tradicionales, creen en la supremacía del hombre
y en los roles sexuales estereotipados. Mantienen una rela-
ción de intensa dependencia con la víctima. Utilizan el al-
cohol como excusa para agredir, no agreden a causa del al-
cohol. Han vivido en un ambiente donde es habitual agre-
dir a la mujer. Tienen una baja autoestima y necesitan vali-
dar su ego a través de su esposa. Creen que es el hombre el
que tiene el poder. Nunca piensan que tienen un problema,
no creen que su conducta sea violenta y que tenga conse-
cuencias negativas. Tienen problemas de índole sexual,
miedo a la impotencia, por lo que buscan demostrar su
hombría a la fuerza. Tienen un control de sus impulsos,
pero un temperamento explosivo. Aísla a su pareja para
controlarla. Han tenido en muchos casos problemas pre-
vios con la ley y niegan haber agredido.

Ante esta situación social reprochable, a la que no se
encuentra una fácil solución, parece inevitable, en una pri-
mera aproximación provisional, plantear la necesidad de
dar una respuesta diferente a la que tenemos actualmente
en cuanto al tratamiento legal que se ofrece a este pro-
blema en nuestro ordenamiento. La solución auténtica pa-
saría por conseguir que las soluciones no se produjeran, y
para ello sería necesario introducir en la formación y en la
educación de jóvenes contenidos programáticos no sexis-
tas para que, desde posturas críticas, se fomente el desa-
rrollo integral de la personalidad, al margen de la perte-
nencia a uno u otro sexo. Como quiera que esta situación
ideal es difícil lograr, siempre será necesario que desde el
Derecho se establezcan unas directrices para todo aquello
que no son capaces de respetar las más elementales pautas
de convivencia.

Debo expresar a SS. SS. en este momento el descon-
tento generalizado que me han transmitido las asociacio-
nes de mujeres en relación con la intepretación y aplica-
ción que algunos tribunales hacen de los preceptos del Có-
digo Penal en los que se sancionan estas conductas. Como
ejemplo ilustrativo de ese descontento, les puedo citar que
en alguna resolución judicial, ante graves agresiones se-
xuales, el tribunal estimó que en la comisión del delito
concurría el atenuante muy cualificado de obcecación, al
haberse probado que la mujer agredida mantenía una rela-
ción con otra persona, hecho que obnubiló, de acuerdo con
el tribunal sentenciador, la mente del agresor haciéndole
perder su autocontrol.

En lo que afecta exclusivamente a la regulación legal,
hay que reconocer en primer lugar que el nuevo Código
Penal amplía el ámbito de las personas protegidas contra
delitos y faltas de lesiones en el ámbito familiar con res-
pecto al Código anterior. Lo mismo sucede en cuanto a las
faltas. Actualmente se penan los malos tratos sin lesión,
hecho que antes no sucedía.

En términos generales, no parece estimarse necesaria
una reforma amplia de la legislación que afecta a estos ca-
sos de reserva, como decía, de toda la información que en
su momento tengamos a nuestra consideración. No obs-

tante, sería muy positivo realizar pequeñas reformas para
lograr una mayor eficacia en la sanción y corrección de es-
tos comportamientos.

Debe dejarse constancia de que un 70 por ciento de las
personas entrevistadas en ese barómetro de opinión de co-
mienzos de año, encargado por el Defensor a que hice re-
ferencia, considera que los malos tratos a las mujeres son
perseguidos y castigados de forma insuficiente, estimando
el 70 por ciento que las causas de ese castigo insuficiente
se encuentra en la excesiva benevolencia de las instancias
judiciales y en la inadecuación de la legislación penal vi-
gente.

Haciendo un estudio de los textos legales a que antes
nos hemos referido, podemos apreciar que algunos de sus
preceptos pueden ser ostensiblemente mejorados. Por
ejemplo, el artículo 153 del Código Penal, que habla úni-
camente de malos tratos físicos, tendría que haber incluido
los psíquicos, debiendo haber descrito de forma más ade-
cuada el concepto de habitualidad, que a estos efectos po-
dría ser considerada como toda actuación repetida en el
mismo sentido con o sin condenas previas. Trataríamos de
esta manera de dar al término habitualidad una intepreta-
ción social criminológica, no como concepto jurídico for-
mal.

En el caso del delito de lesiones, artículo 147, podría
ampliarse también su ámbito de aplicación si expresa-
mente se incluyera en concepto de perjudicados o víctimas
a los esposos, al cónyuge, ex cónyuge o persona unida de
forma permanente por análoga relación de afectividad, in-
cluso si la convivencia hubiera ya cesado.

En cuanto a las faltas, en los supuestos a los que nos ve-
nimos refiriendo parece aconsejable suprimir la posibili-
dad de sancionar con pena de multa este tipo de ilícitos, ya
que en definitiva esta sanción repercutiría más en la propia
víctima que en el condenado, puesto que la cantidad con la
que se hace frente a la multa se detrae del patrimonio de la
propia unidad de convivencia. También parece poco ade-
cuado el requisito de procedibilidad que impone el último
párrafo del artículo 620 del Código Penal, que solamente
permite que los herederos sean perseguibles mediante la
denuncia de la persona agraviada.

Otro texto que tiene especial importancia es la Ley de
Enjuiciamiento, cuyo artículo 103 impide la personación
en causas penales de parientes próximos y contiene sin
embargo una anacrónica mención al adulterio y al amance-
bamiento. Precepto que también precisa una reforma a
fondo es el artículo 104 del citado texto, que todavía alude
al derecho de corrección del marido y a la obligatoriedad
de obediencia de la esposa, exigiendo como requisito de
perseguimiento la acción directa de los particulares.

Respecto a las medidas cautelares, convenía ampliar el
actual artículo 13 para que de forma expresa los tribunales,
haciendo uso de dicho precepto, pudieran ordenar la pro-
tección de la víctima e imponer al imputado la prohibición
de visitar determinados lugares. Precisamente en estos mo-
mentos se encuentra en tramitación parlamentaria una pro-
posición de ley reguladora de la tutela cautelar penal en
cuyo texto estaría bien introducir precisamente las medi-
das cautelares que acaban de citarse anteriormente. En re-
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lación con estas medidas cautelares para este tipo de ac-
tuaciones en Derecho comparado ya se han ofrecido solu-
ciones. Citaremos dos leyes que han incluido en sus res-
pectivas legislaciones buena parte de estas medidas que
acabamos de exponer: la Ley 54, para la prevención e in-
tervención con violencia doméstica, de agosto de 1989, de
Puerto Rico y la Ley 19325 chilena, en la que se establecen
normas sobre procedimientos y sanciones relativas a los
actos de violencia intrafamiliar.

Respecto del Código Civil, la práctica demuestra que
las medidas urgentes previstas en el artículo 104 de dicho
texto legal no son utilizadas con la agilidad y frecuencia
que sería deseable; incluso no sería descartable que el uso
del citado artículo pudiera ser aplicado por jueces de ins-
trucción que en sus funciones de guardia adoptaran de
forma inmediata las medidas necesarias encaminadas fun-
damentalmente a salvaguardar la integridad física de la
vida de las personas en peligro. Dentro de estas medidas
previstas en los artículos 92 y 103 del Código Civil, podría
resultar también positiva la previsión legal para que los
jueces estuvieran habilitados para dictar medidas de pro-
tección que garanticen el régimen de visitas cuando se pro-
ducen situaciones de malos tratos en los cónyuges.

Debe hacerse mención, ya lo hemos hecho antes, a la
Ley de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violen-
tos y contra la libertad sexual, porque si bien los datos fa-
cilitados por las asociaciones de mujeres ponen de mani-
fiesto que esta ley no está siendo utilizada para indemnizar
los casos de violencia doméstica a los que nos venimos re-
firiendo, parece evidente que ante la reiteración de hechos
delictivos como los que venimos señalando y que se vie-
nen produciendo, deberían realizarse las reformas oportu-
nas para que esta ley diera también cobertura de forma más
eficaz a aquellas personas que son víctimas de estos com-
portamientos, y aunque el período de vigencia de la men-
cionada norma todavía es escaso, lo cierto es que los datos,
los preceptos y las posibilidades que se contienen en la
misma son insuficientes, ya que los criterios bajo los que
se indemniza no responden a la reparación efectiva del
daño causado, sino que se limitan a suplir parte de las de-
ficiencias del sistema público asistencial. La reiteración de
los hechos violentos dentro del ámbito familiar creo que
hacen imprescindible hacer extensivo todo este tipo de me-
didas de ayuda a las víctimas de este tipo de violencias,
tanto por lo referido a las ayudas de tipo psicoterapéutico
como de índole económica. Por último, tratándose de una
ley reparadora es indiferente para la víctima si el resultado
lesivo se produce por delito doloso, culposo o negligente,
por lo que parecería procedente suprimir en el artículo 1 de
esta ley el calificativo de doloso. Igualmente sería desea-
ble dar un nuevo enfoque al artículo 2 en cuanto a la regu-
lación que hacemos de los beneficiarios de esta ley cuando
se refiere a los extranjeros no comunitarios o extranjeros
que no residan habitualmente en nuestro país.

Señorías, éstas son algunas de las inclusiones que me
he permitido adelantarles, sin perjuicio de que cuando ter-
minemos el informe que se está efectuando todos ustedes
puedan no sólo conocer la visión del problema en toda su
magnitud, sino también las recomendaciones que desde la

Defensoría del Pueblo puedan efectuarse confiando, yo
creo que con el apoyo de todos, en que puedan de una vez
para siempre erradicarse o al menos disminuir las actua-
ciones de violencia a las que se encuentran sometidas tan-
tas mujeres.

El señor PRESIDENTE: Le damos las gracias al De-
fensor del Pueblo por este completo y lucido informe.
Como había anunciado antes, concedemos un cuarto de
hora de descanso y justo al mediodía se reanudará la se-
sión.

Se suspende la sesión.

Se reanuda la sesión.

El señor PRESIDENTE: Corresponde ahora que sean
los grupos parlamentarios los que intervengan para expo-
ner su opinión respecto del informe que hemos oído del
Defensor del Pueblo.

En este sentido, en primer lugar interviene la peticiona-
ria de la comparecencia, doña María Mercè Amorós, por-
tavoz de Convergència i Unió.

La señora AMORÓS I SANS: Agradezco al Defensor
del Pueblo esta avanzadilla sobre el informe que nos va a
presentar en breve, así como su sensibilidad hacia el tema,
tal como ya le manifestamos en su comparecencia el 16 de
septiembre pasado cuando nos vino a presentar el informe
anual de su institución, y le animamos a que continúe con
esa sensibilidad haciendo gala de la efectividad y de la im-
parcialidad con las que está actuando en este tema.Yo que-
ría empezar mi intervención con una frase, que es la de que
nadie será sometido a torturas ni a penas o a tratos crueles
inhumanos o degradantes. Así, señorías, reza el artículo 5
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de
la que este año celebramos su 50 aniversario, cincuenta
años de una declaración de principios que desgraciada-
mente son incumplidos reiteradamente en muchos lugares
del mundo, y aunque en ocasiones tengamos la errónea
sensación de que estos incumplimientos sólo se producen
en aquellos países en conflicto generalmente lejanos y de
los que tenemos conocimiento a través de los medios de
comunicación, la realidad es otra y nos despierta con un ja-
rro de agua fría y nos muestra aquí mismo en nuestro en-
torno la más cruel e indigna de las torturas; una tortura di-
fícil de denunciar y difícil de asumir; una crueldad que
anula al ser humano por ser ejercida en el seno del hogar;
una violencia intolerable, pues no sólo es el dolor físico y
gravísimo en muchas ocasiones, sino que es más cruel el
dolor que produce la indefensión, la degradación, la frus-
tración de un sueño de vida en común, la rotura de un res-
peto mutuo y la soledad con la que sufre la mayoría de las
víctimas al no poder denunciar esta violencia por ver-
güenza, por pudor, por aceptación de un destino heredado
de la mujer. Son agresiones que un mal día empiezan sin
saber por qué, en silencio, en el lugar donde todo ser hu-
mano espera recibir protección, apoyo y amor incondicio-
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nal, en definitiva, en un lugar donde por naturaleza vamos
en busca de ayuda cuando nos sentimos agredidos.

Las denuncias por malos tratos que diariamente reciben
en silencio y soportan muchas mujeres, algunos hombres y
sus hijos e hijas son sólo, como usted ha dicho, la punta del
iceberg. El abuso del alcohol, las drogas o el estado aní-
mico causado por el desempleo son hechos que con dema-
siada frecuencia se aducen para explicar las razones que
llevan al hombre a ejercer malos tratos hacia su compa-
ñera. A todas luces, señor Defensor, son burdas patrañas y
falsas excusas, pues desgraciadamente la violencia contra
la mujer viene de lejos y ha sido ejercida durante siglos al
amparo de una aceptación social. El hombre ha ejercido
malos tratos porque se le ha educado en el erróneo derecho
de actuar violentamente ante cualquier insinuación de re-
beldía de la mujer. Se le ha educado en el convencimiento
de la posesión de la mujer, ya que es objeto de su propie-
dad, y la mujer no es libre, no se posee a ella misma, es
propiedad primero del padre y después del esposo y ha
sido educada en estos principios de aceptación y sumisión
de su destino.

La emancipación de la mujer y la toma de conciencia de
ésta ha propiciado la ruptura de valores heredados de su-
misión. La no aceptación de un destino conyugal lleno de
agresiones y vejaciones ha desencadenado este aumento
de denuncias por malos tratos dentro del hogar. No es que
se produzcan más, sino que han salido de la privacidad del
hogar y han pasado a formar parte del ámbito público. En
ese sentido, cuando la mujer rompe con esta tortura y este
modo de violenta convivencia es cuando en demasiadas
ocasiones las víctimas acaban perdiendo la vida a manos
de su agresor, que no acepta este hecho.

De los datos estadísticos podemos deducir que la mujer
víctima de malos tratos soporta 35 agresiones antes de de-
cidirse a denunciar la violencia de que es víctima por parte
de su compañero y a emprender acciones contra él. Esta si-
tuación que puede parecer extraña obedece a varios moti-
vos culturales y económicos: la dependencia económica de
la mujer, la falta de apoyo familiar, el desconocimiento por
parte de la mujer de las ayudas que ofrecen las institucio-
nes y el deseo de evitar disgustos a hijos e hijas o represa-
lias y la vergüenza de explicar la situación a las personas a
las que pide ayuda; o la dependencia afectiva del agresor,
pues es muy frecuente que a un episodio de violencia siga
un episodio de arrepentimiento por parte de éste, una pro-
mesa de cambio de actitud, con el compromiso de no agre-
dirla más en lo sucesivo, desgraciadamente buenas inten-
ciones que en la triste realidad de la mujer nunca se cum-
plen, pues no van acompañadas de un tratamiento encami-
nado a proporcionar un cambio de comportamiento y la re-
habilitación del agresor.

Es imprescindible tomar y poner en marcha medidas
que luchen abiertamente para erradicar este tipo de violen-
cia. El primer paso para esto ya está hecho: el conoci-
miento social y el consecuente rechazo y también el com-
promiso de las instituciones para paliar las consecuencias,
pero tenemos que tener presente que no estamos ante la re-
solución de un conflicto violento entre extraños sino todo
lo contrario; los protagonistas son miembros de un mismo

núcleo familiar y esta relación comporta un problema aña-
dido a la prevención y erradicación de unas prácticas vio-
lentas en la resolución de un conflicto, puesto que la idea
de privacidad por parte de la víctima hace casi imposible la
actuación externa en los comienzos de las primeras agre-
siones. Debe ser un objetivo primordial de este informe ha-
cer emerger la raíz del conflicto, poniendo al servicio de la
víctima un punto de información al cual acudir ante los pri-
meros síntomas, teniendo muy en cuenta la necesidad de
transmitir a la mujer la sensación de apoyo y eficacia para
erradicar una costumbre aceptada durante tanto tiempo en
la relación cotidiana, y concienciar a todos los ciudadanos
y ciudadanas de la no aceptación social de esta práctica de
violencia debe ser prioritario.

Señor Defensor del Pueblo, en principio, de la presen-
tación de su informe, yo tengo la sensación de que todas
las actuaciones van encaminadas a conseguir la denuncia
de la mujer, pero tenemos que tener en cuenta un paso
muy importante y es que hay otro vía crucis que empieza
cuando la mujer va a denunciar, cuando se atreve y
cuando tiene la valentía de denunciar, que es tener que
aceptar y tener que enfrentarse a que se la saque de un
ámbito familiar a ella y a sus hijos y se la esconda como
si ella fuera la causante de este conflicto. Por esta razón a
esta diputada y al grupo parlamentario que representa nos
gustaría que en su informe también tuviera en cuenta
cuántas veces una mujer denuncia por la misma agresión,
cuántas veces ingresa una misma mujer en un centro de
acogida porque reiteradamente se ha repetido este tipo de
agresiones sobre ella y sobre sus hijos; qué tratamientos
de rehabilitación se realizan, si es que se realiza alguno,
encaminados a la reeducación y a la reinserción social del
agresor para que no continúe con tales agresiones. He-
chos demostrados hay de que aunque haya una separa-
ción, como no se trate al agresor, en sucesivas relaciones
continúa agrediendo a la siguiente mujer. Otra parte que
también me preocupa es qué ofrecemos a la mujer cuando
denuncia, qué grado de inserción laboral y social tiene la
mujer después de pasar por un centro de acogida, cómo
afronta esta nueva manera de vivir, pues cuántas veces se
reanuda la vida conyugal con el agresor, porque no tienen
salida.

Son temas, señor Defensor, que como usted ve van un
poquito hacia lo que es el día después de haber denun-
ciado, de haber tenido la valentía de denunciar y decir: voy
a terminar con esta tortura, voy a acabar con este sufri-
miento mío y de mis hijos, ¿pero qué voy a hacer con ellos
y quién va a cuidar de mí o cómo voy a poder mantener a
mis hijos después de esta situación?

Le agradezco, como he dicho antes, su intervención.
Creo que es importante que estemos hablando hoy en esta
Comisión del Defensor del Pueblo de estos temas y que in-
tentemos buscar soluciones reales y efectivas y darles un
camino a las víctimas para que no sólo tengan la valentía
de denunciar sino también la valentía de afrontar y de em-
pezar una nueva vida después de la denuncia. Debemos
poner todos los medios para que de una vez por todas erra-
diquemos de nuestra cultura y de nuestras costumbres este
tipo de violencia y de comportamientos.
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El señor PRESIDENTE: A continuación, de menos a
más, por el Grupo Parlamentario Mixto tiene la palabra
doña Cristina Almeida.

La señora ALMEIDA CASTRO: Muchas gracias, se-
ñor presidente, y además unas gracias especiales, porque
aun sabiendo que mi vinculación con esta Comisión a tra-
vés de estos avatares políticos, siempre ha sido una perma-
nente vinculación con el Defensor del Pueblo a lo largo de
todos los años, y desde luego hoy, tenga vinculación de
portavoz o no, en nombre del Grupo Mixto, que no ha po-
dido venir ningún compañero, quería estar para hablar de
un tema que a mí me parece absolutamente importante. Por
eso, gracias señor presidente por dejarme tomar este turno
de palabra, y gracias al Defensor del Pueblo por haber traí-
do también un tema al que nosotros estamos dándole vuel-
tas, dando vueltas a los sentimientos, dándole vueltas a las
cosas, pero sin que tengamos esa luz colectiva y globali-
zada que necesitamos para hacer una buena política de
cara a esto.

Entiendo que todavía no ha terminado el informe. Lo
entiendo y además deseo que eso tenga una escritura, tenga
una edición, tenga un reparto y una llamada de atención a
todos los poderes públicos. Cuando empezó su informe
dije: Ojalá el Defensor del Pueblo no se haya quedado en
hablar con las instituciones, porque como es un mediador
entre las instituciones y el pueblo, que escuche también al
pueblo. Cuando ya luego en su informe nos ha avanzado
que ha hablado con las asociaciones de mujeres, con las or-
ganizaciones no gubernamentales, se ha notado muchí-
simo en las conclusiones, porque si no me temo que no
iban a pasar las mismas cosas, y yo tengo que decir que
oyéndole los datos de cómo es el maltratador, cómo es la
víctima, sé que hay una evolución.

Sí le quiero sugerir con todo respeto que antes de termi-
nar el informe vea también las casas de acogida y quizá vi-
site las casas de acogida. Hay casas de acogida que se es-
tán cerrando. Hoy usted nos ha dado datos, por ejemplo en
Andalucía hay 127, en Madrid, cuarenta y tantas. Hay una
desproporción; pero es que además por el propio sentido,
se están produciendo cambios en la dirección de las casas
de acogida, responsabilidad en esas casas de acogida,
donde se puede hacer una política distinta de ayuda, para
amortiguar el caso, o a fin de que no tengan que volver las
mujeres, como de hecho está pasando, a su propio núcleo
familiar, esperando a ver si se cambian las cosas. Hay mu-
jeres, y yo he estado el otro día en un debate en el que es-
taba también Cristina Alberdi con una inspectora de poli-
cía, y ellas mismas contaban que la salida de la víctima con
los hijos de la casa de acogida y dejar al maltratador a sus
anchas en el piso o vivienda familiar, que muchas veces
vende los muebles y todas estas cosas, es una desigualdad
tremenda y tendríamos que percibir si sería mejor otro tipo
de medidas, si se podrían crear unos centros, que se pusie-
ran las penas con obligaciones de someterse a determinado
tipo de tratamiento, porque sabemos que es donde pueden
encontrar la ayuda; a lo mejor la mujer no se la puede dar,
pero se la pueden dar instituciones al maltratador y acabar
de verdad con el problema.

Para poder hacer una reflexión sobre estos temas quizá
sería importante que alguien de la institución del Defensor
del Pueblo tuviera ese contacto, que no creo lo haya ha-
bido, para ver qué tipo de personas, qué tipo de actividades
y cómo se vive en las casas de acogida. Sería bueno que las
visitara a lo largo del territorio, y sobre todo ver si han
cambiado la vinculación, cómo se han adjudicado, si no
son institucionales la explotación o el funcionamiento de
esas casas, ver también qué tipo de instituciones o qué tipo
de cosas se han ido cambiando para llevarlas adelante, las
que se han cerrado, los medios que tienen. De ahí también
va a sacar conclusiones, yo creo, por la experiencia que te-
nemos.

Sí le digo que en cuanto tenga el informe nos lo
mande, porque llevamos varias semanas en el Congreso
de los Diputados, desde noviembre; hemos tenido inter-
pelaciones urgentes, proposiciones no de ley; hemos
aprobado una instrucción a la fiscalía, que todavía no se
ha hecho, aunque dice que sí, pero es la que usted ha ci-
tado del año ochenta y tantos para la presencia fiscal y el
espíritu que hay. Hemos visto cómo están las leyes, y es
verdad que hay malos tratos, pero la aplicación de las le-
yes está dejando indefensas a las mujeres, no porque no
haya leyes sino por cómo se aplican.

Todo eso lo hemos de tener reflejado en alguien y que
no venga sólo de un partido político o de otro, que parece
se siente apresurado, sino que venga del Defensor del Pue-
blo y podamos decir: Vamos a trabajar sobre este informe,
la sensibilización ya la tenemos, pero vamos a aprovechar
medios y vamos a adaptar los medios que tenemos a la so-
lución del problema y hacerlo de forma colectiva. Igual
que se quiere hacer una subcomisión dentro de la Comi-
sión Mixta de Derechos de la Mujer, si ya hay un problema
detectado a través del Defensor del Pueblo, ese trabajo no
lo hacemos y podemos dedicarnos a buscar soluciones.

Soy de las que más se alegra, y usted lo sabe, de que
tengamos una relación directa en la Comisión y que no sea
sólo para el informe que le llevan a usted como alma en
pena a la Comisión del Congreso, a la Comisión del Se-
nado, al pleno del Senado, al pleno del Congreso, y ya se
sabe usted de memoria el informe. Nosotros también lo va-
mos a empezar a explicar, después de ese informe general,
con las comparecencias y encuentros que tendremos en el
Congreso donde están las dos partes: aquí está el Gobierno
con las instituciones, los distintos gobiernos, y estamos los
representantes de los ciudadanos, por tanto, con lo que us-
ted nos traiga podríamos obtener mayor información.

Le he sugerido esto para intentar que haya posibilidad
de sacar nuevos elementos que estén en el informe, porque
creo que va a ser un informe de trabajo muy importante
para todos los grupos políticos que han manifestado en la
Cámara la necesidad de buscar soluciones reales, también
presupuestarias. A la mujer no se le puede decir: denuncia,
denuncia, pues como decía la compañera de Convergència
i Unió, denuncio, pero ¿qué hago por las noches?, ¿me
vuelvo a acostar con el que acabo de denunciar para que
me dé otra, y encima peor porque le he denunciado?, ¡o me
voy cuatro días a la casa de socorro, mejor dicho, a la casa
de acogida (a la casa de socorro tienes que ir antes, a la
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casa de acogida vas después) y tengo que volver al cabo de
esos cuatro días a pedir perdón a todo el mundo como si
hubiera hecho una cosa mala?

Todas esas cosas las tenemos que ver porque el pro-
blema de los malos tratos, como usted dice, se tiene que
ver en la escuela, se tiene que ver en el comportamiento y
en las relaciones, se tiene que ver en lo que estamos bus-
cando a nivel de relaciones de igualdad, un nuevo compor-
tamiento entre hombres y mujeres para sentirnos iguales,
para podernos querer en igualdad, y no para tenernos que
someter en el maltrato.

Creo que eso tiene tantas cosas que hacer que la refle-
xión que usted nos ha pasado es una visión muy globali-
zada. Si le añadimos estos elementos, por parte del Grupo
Mixto y por parte del grupo que represento de Nueva Iz-
quierda-Iniciativa per Catalunya-Los Verdes, pero también
creo que del conjunto de la Cámara, vamos a encontrar las
bases para poder hacer un trabajo mucho más organizado
entre lo que usted representa precisamente, entre los que
redactan los presupuestos que se han de aprobar y los que
tenemos la representación para exigir que esos presupues-
tos ayuden a resolver los problemas de la ciudadanía.

Muchas gracias por su intervención, y de verdad espe-
ramos con gran esperanza al saber que nos pueden venir
unas normas que necesitamos en este momento para el
conjunto de problemas. Contará siempre con nuestra
ayuda para llevar adelante sus conclusiones.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista tiene
la palabra a continuación doña Cristina Alberdi.

La señora ALBERDI ALONSO: En primer lugar,
agradezco al Defensor del Pueblo su comparecencia y
hago votos para que en sucesivas ediciones del informe
seamos capaces de pormenorizar y profundizar en temas
concretos, como hacemos en esta ocasión, que han mere-
cido la atención de la ciudadanía que tienen actualidad y
que son importantes para los representantes en el Parla-
mento, los representantes de la soberanía popular, para po-
der ir solucionando y dando alternativas que sean más efi-
caces y más favorables a las necesidades de los ciudada-
nos.

En cuanto al tema que nos ocupa de la violencia do-
méstica, ya se ha dicho que es tremenda la situación, se ha
puesto de actualidad, ha tenido presencia extraordinaria en
los medios de comunicación, y parece que debido a ello ha
tenido valoración social en cuanto a la necesidad de modi-
ficar las respuestas que se venían dando a este tema por
considerarlas a veces insuficientes; respuestas que empie-
zan desde luego por la socialización, la educación, los va-
lores y atención de las instituciones, pero ciertamente es un
hecho que viene de años y de siglos atrás.

El maltrato a las mujeres, la violencia doméstica, las
agresiones de todo tipo, físicas, psíquicas y sexuales, que
padecen y han padecido las mujeres vienen derivadas de
un papel de la mujer en la sociedad subordinado al del va-
rón, un papel que se ha perpetuado a lo largo de los siglos,
y desde luego un papel que ha considerado que estas agre-
siones y estas actitudes de los hombres hacia las mujeres

eran un problema privado, un problema que involucraba
únicamente el ámbito familiar, que afectaba únicamente a
ese espacio íntimo de la familia y que sólo en ocasiones
excepcionales había una respuesta social o había una res-
puesta de tipo penal o de tipo sancionador porque las cosas
habían desbordado ese ámbito del que nunca debieran ha-
ber salido en lo que ha sido la concepción tradicional.

Pero el cambio del papel de la mujer en la sociedad, so-
bre todo en sociedades como la nuestra, no así desgracia-
damente en la mayoría de las zonas del mundo donde hay
auténticos retrocesos y en otros no ha salido la mujer de la
situación de desigualdad y de atropello, ciertamente en
países como el nuestro, que responden ya a otros valores
incipientes, todavía no consolidados en la sociedad pero
que ya están representando un cambio social extraordina-
rio porque empieza a haber un cambio de mentalidad sobre
el papel de la mujer, la igualdad entre hombres y mujeres,
los nuevos valores, la nueva educación, ciertamente ese
cambio está haciendo que haya un rechazo colectivo firme
frente a las agresiones que han padecido siempre las muje-
res y que hoy salen a la luz una vez más, pero ya salen con
una respuesta colectiva, ya hay un rechazo que no había
hace unos años y que hemos vivido en el ejercicio profe-
sional y en etapas que a algunos de los que estamos aquí
trabajando en esta materias, han permitido ver cómo había
unas leyes que respondían a esas coordenadas y que hoy
afortunadamente ya no responden a eso, pero todavía esta-
mos en esa etapa de crisis, de cambio, de cambio de valo-
res, de nueva forma de organización social en la que no se
responde tampoco de una forma eficaz, porque no se res-
ponde, para empezar, por la educación, por la socializa-
ción, por los nuevos valores, y ésa es la clave de todo. 

Me permitirá, señor presidente, que cite la importancia
de la cumbre de Pekín y la previa de Derechos Humanos
de Ginebra, que volvió a plantearse otra vez en la cumbre
de Pekín, sobre los derechos de la mujer cuando se ponía
en cuestión que los derechos humanos afectaran a las mu-
jeres, cuando era un tema de la dignidad de las mujeres, y
se ratificó lo acordado en Ginebra en 1993 con gran discu-
sión y debate, porque no todo el mundo estaba de acuerdo
que los derechos humanos de las mujeres también forma-
ban parte de los derechos humanos fundamentales, que
eran parte inalienable de los derechos humanos fundamen-
tales y que no se podían alegar tradiciones, costumbres, es-
tabilidades familiares o circunstancias de cualquier tipo
que pusieran límite a esos derechos fundamentales. Es im-
portante la presencia del Defensor del Pueblo, que es el
alto comisionado de nuestro país para la defensa de los de-
rechos humanos, y es tan importante que el Defensor del
Pueblo nos haya traído el informe contra la violencia que
sufre la mujer en el ámbito doméstico, porque estamos ha-
blando, señorías, de derechos humanos; estamos hablando
de derechos humanos de las mujeres a las cuales se les ha
negado históricamente que tuvieran derechos humanos y
que también ellas fueran acreedoras de esos derechos hu-
manos, pero todo esto implica un cambio de siglos y no va-
mos a pretender que con unas reformas o con otras se vaya
a reformar este tema. Vamos a ir paliando los efectos de
una educación ancestral, y con las alternativas que entre

– 1803 –

CORTES GENERALES 3 DE MARZO DE 1998.–NÚM. 88



todos vamos construyendo vamos a ir intentando dar res-
puesta eficaz, pero la respuesta más eficaz es el cambio de
mentalidad, la educación, los nuevos valores. Los nuevos
valores que se enseñan en la escuela, pero también se ense-
ñan a través de la televisión y a través de la publicidad.

A continuación tenemos precisamente otro informe que
es el relativo a los contenidos televisivos, y la famosa ley
de televisión sin fronteras, todo el tema de la directiva co-
munitaria que hubo que incorporar a España en la anterior
legislatura con el desarrollo legislativo correspondiente,
ahí ya se aludía no sólo al tema de los menores, se aludía a
la imagen de igualdad de oportunidades, al respeto, a la va-
loración, porque cuando no se valora a una mujer, se la in-
sulta, se la desprecia y se la veja, se está contribuyendo a
los malos tratos, y si a alguno le dijéramos que cuando veja
a una mujer o no la respeta, cuando no respeta lo que esa
mujer está diciendo o el papel que está representando, está
contribuyendo a los malos tratos, diría que no, pero implí-
citamente está contribuyendo, y todos en esta sociedad te-
nemos que velar por esos nuevos valores que son los que
van a permitir construir respuestas eficaces, porque todos
tendremos ese rechazo y actuaremos en la forma más efi-
caz. Precisamente cuando el Defensor del Pueblo ha alu-
dido a un estudio de perfiles, tanto del perfil de la persona
maltratada, que no quiere decir naturalmente que todo el
mundo que se encuentre en ese perfil vaya a ser víctima
sino que ese perfil es mayoritario, y el perfil del maltrata-
dor son perfiles que responden a una sociedad establecida
en base a parámetros de superioridad y de inferioridad
simplemente, señorías, por la pertenencia a un sexo.

¿Hay mayor injusticia que por el hecho de nacer, en el
que tú no tienes ninguna decisión, seas considerada de
forma inferior o superior y seas ya predeterminada, como
ha sido históricamente la mujer, a tener unas funciones y
unos papeles sociales? Pues ciertamente, señorías, ése es
uno de los extraordinarios cambios, quizá el más impor-
tante que se ha producido en este siglo, y además es un
cambio o una transformación de estos vestigios del pa-
sado, pero vestigios desgraciadamente actuales y excesiva-
mente numerosos, tan numerosos como las víctimas por
delitos de terrorismo, y más incluso en el último ejercicio,
en el año 1997.

Todos nos hemos alarmado, pero esa alarma tiene que
traer y llevar consigo una respuesta. Como ha dicho muy
bien nuestra compañera Cristina Almeida, llevamos desde
el mes de noviembre haciendo declaraciones, interpelacio-
nes, proposiciones no de ley, todo tipo de resoluciones que
se han llevado a cabo en el Congreso de los Diputados, y
también ha habido mociones en el Senado, relativas a este
tema; encuentros también en los partidos políticos, en-
cuentros de las responsables y los responsables con las
ONG y el movimiento asociativo. Por tanto, sabemos que
hay un diagnóstico, tenemos la voluntad de cambiar la si-
tuación, y tenemos que ser capaces de dar la respuesta. De
ahí la importancia que sea el Defensor del Pueblo desde
una instancia que es defensora de los derechos humanos y
una instancia que no está en el ámbito del nivel partidista,
quien venga a darnos también una valoración, un camino y
una orientación, que será o no encauzada por la mayoría de

los partidos, pero que siempre servirá porque tiene los ele-
mentos de juicio, y no sólo ha pedido que informaran el
Ministerio de Interior, como él mismo nos ha contado muy
bien, y los de Justicia, Trabajo y Asuntos Sociales, sino
que ha tenido comparecencias y reuniones, que me constan
además, con las asociaciones de mujeres que llevan a cabo
la defensa, el tratamiento y el estudio de las mujeres mal-
tratadas desde hace muchos años. Quería decir esto por de-
lante, porque lo importante es que se trata de un tema pú-
blico, una cuestión que empieza a considerarse como un
tema público.

Todavía yo recuerdo que cuando empecé a ejercer la
profesión venían las mujeres y decían que en las comisa-
rías de policía les decían: Señora, arréglese con su marido,
vaya a su casa, si a veces es cuestión de cómo se le lleve.
Éste es un tema que no…; no traiga usted estos temas. In-
tentaban convencer a las mujeres de que fueran a su casa,
de que no siguieran con la denuncia.

Afortunadamente, eso cambió en los años ochenta,
1983 y 1984. Ya hubo una circular, no recuerdo la fecha
exacta, del Ministerio del Interior diciendo que en todas las
comisarías se informara a las mujeres de sus derechos y
que se las atendiera y no se las devolviera a su casa. Otra
cosa es, según ha señalado la compañera de Convergència
i Unió, cómo la propia mujer, muchas veces por un pro-
blema de independencia económica, por el problema de no
tener capacitación para poder atender a esos hijos que de
ella dependen y que si no van a quedar totalmente despro-
tegidos, a veces aguanta lo que no está escrito y aguanta lo
que muchas veces por dignidad no debería aguantar nin-
gún ser humano. Yo creo que esto por lo menos ha cam-
biado, ha cambiado la situación, ha cambiado la percep-
ción, y sí hay un rechazo colectivo enorme.

Quiero referirme a temas que son ciertamente, quizá,
muy resumidos, los que más nos pueden orientar en el ca-
mino acertado. En la proposición no de ley de hace me pa-
rece que fueron dos semanas, que además apoyamos todos
los grupos de la Cámara y que fue iniciativa del grupo par-
lamentario que represento, del Grupo Socialista, se pedía
al fiscal del Estado que realizara una instrucción explica-
tiva de los tipos penales que aparecen, algunos nuevos y
otros más reforzados, como el del nuevo tipo de malos tra-
tos habituales, a que se ha referido el Defensor, que ade-
más entra en 1989; los malos tratos estaban penados con
arresto mayor, con 6 meses, y ahora está penado con hasta
3 años. Pero se ha referido el Defensor a algo que también
dijimos nosotros en esa actuación parlamentaria, y fue que
hay que darle la interpretación social criminológica, no la
jurídico-formal, porque nos podemos encontrar con la
pega que ya nos pusieron muchos juristas en la aplicación
de 1989, respecto a la habitualidad. Ciertamente ese tema,
el tema de las medidas cautelares, todo eso iba en la pro-
posición no de ley. De hecho ya hay en trámite una modi-
ficación en ese sentido donde el grupo parlamentario que
represento ha formulado algunas enmiendas.

Es importante que dé el fiscal esa instrucción porque así
habrá una línea de trabajo para los fiscales, para que no
pueda haber interpretaciones que no sean firmes ni riguro-
sas y que respondan a una sociedad, porque no en vano los
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jueces y los fiscales son miembros de una sociedad, una
sociedad que todavía tiene muchos rasgos de desigualdad
porque, como ha dicho muy bien el Defensor, la igualdad
de oportunidades entre hombres y mujeres es una expecta-
tiva, no es real hoy, y somos uno de los países más avanza-
dos del mundo. Pero esa expectativa que muchas veces es
inconsciente o implícita no es la misma para los hombres
que para las mujeres. Es una expectativa de igualdad la que
tenemos, no es desgraciadamente una realidad. Por eso es
importante que esa instrucción del fiscal analice qué ins-
trumentos jurídicos tenemos para la actuación, y dado que
tiene las atribuciones correspondientes, lógicamente puede
indicar a todos los fiscales jefes qué han de hacer en torno
a la actuación y la petición de penas. Así no nos veremos
con actuaciones a veces de los fiscales que no piden la
pena correspondiente, o luego de los jueces que dan una
resolución inadecuada. Esa instrucción no puede ser lo que
hizo en diciembre el fiscal general, que se remitió a la ins-
trucción de 1988, que simplemente tenía una línea en torno
a los malos tratos y decía: aplíquese la ley en este sentido
con rigor y ejemplaridad. Eso es lo que dice la instrucción
de 1988, y hay normas nuevas que aparecieron en la re-
forma de 1989. Es verdaderamente limitada, por no lla-
marlo con una calificación más fuerte, la actuación que
tuvo el fiscal; por eso le pedimos, y ahora todos los grupos
de la Cámara, que haga una instrucción, que realice un es-
tudio a fondo y que dé la interpretación, como en tantas co-
sas se hace, máxime cuando hay una norma nueva para que
todos los fiscales actúen en esa línea.

A otro tema se ha referido el Defensor que no se ha to-
cado suficientemente. Recuerdo que cuando estuve en el
Consejo del Poder Judicial como vocal pedimos desde el
Consejo y a través de la inspección que se pudiera hacer
una estadística pormenorizada de los temas de malos tra-
tos, tanto malos tratos como en el tipo de lesiones, esto era
muy difícil, por un lado por el desbordamiento que existe
en los juzgados, y por otro lado era difícil también sobre
todo en los juzgados de instrucción; en aquel momento to-
davía no había juzgados de lo penal. Ahora sea más difícil
o menos difícil, esa estadística la tenemos que tener, es ne-
cesaria. En casi todos los países de nuestro entorno de la
Unión Europea tienen esas estadísticas. Nosotros tenemos
también que disponer de esas estadísticas; y es bueno que
desde la defensoría del pueblo se haga esta petición.

Respecto a la coordinación entre los responsables de
aplicar todas estas medidas, eso es fundamental. Tiene que
haber coordinación de los fiscales con los jueces, de los
distintos juzgados entre sí, y de las distintas audiencias en-
tre sí. También los propios abogados, psicólogos y trabaja-
dores sociales, pero sobre todo los abogados deben tener
una coordinación. Sobre los abogados de oficio, ese turno
de oficio, tiene que haber un turno específico para estos te-
mas, tienen que tomar carta los colegios de abogados para
de verdad hacer una atención en este tema mucho más efi-
caz por parte de los abogados.

Naturalmente, por parte de las fuerzas y cuerpos de se-
guridad del Estado, ya lo hemos comentado y lo ha dicho
el Defensor, en la línea de que el Ministerio de Interior
haga una actuación de formación, que es continuación.

Ciertamente se viene haciendo, como se ha comentado, se
ha contestado desde el Ministerio de Interior y se viene ha-
ciendo esa formación. También formación de jueces y de
fiscales, formación de todas las personas aplicadoras de las
normas, que no son sólo aplicadoras del derecho, son tam-
bién aplicadoras en temas de psicología o trabajadores so-
ciales. También las oficinas de asistencia a las víctimas. Se
ha referido el Defensor a este tema. Eso hay que ponerlo en
marcha, ¿cuántas oficinas hay en marcha? Esas oficinas de
asistencias a las víctimas de los delitos violentos que están
en la ley que se aprobó en la anterior legislatura no se han
puesto en funcionamiento y hay que ponerlas en marcha.
Eso también lo pedimos precisamente en la proposición no
de ley que aprobamos todos los grupos parlamentarios re-
cientemente. Y luego extender a todas las provincias los
servicios de atención a la mujer.

El Defensor también se ha referido a las medidas socia-
les, las casas de acogida. Es llamativo; se ha dicho y cier-
tamente es una desproporción entre Andalucía y Madrid,
por poner los dos ejemplos que ha citado el Defensor. Esto
tiene que estar mucho más equilibrado, es una desigualdad
de los ciudadanos y de las ciudadanas, que por vivir en un
sitio tenga más o menos recursos dependiendo de la sensi-
bilidad de quien está gobernando en un lugar o en el otro.
Algunos temas han de estar por encima de quien gobierne
en una zona o en otra; tienen que ser temas centrales que
sean atendidos con igualdad en todo el territorio nacional.

También ha dicho él una cosa importante que tiene que
ver con las casas de acogida. El artículo 104 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, las medidas provisionalísimas
no se aplican. No se venían aplicando ya desde la entrada
en vigor de la ley que reformó todo el derecho de familia,
cuando se introdujo en divorcio; no se venían aplicando
con posterioridad, y sobre esta ley o bien se inicia una re-
forma en profundidad o hay que aplicar esas medidas pro-
visionalísimas. El Defensor ha hablado incluso de aplicar
esas medidas provisionalísimas en casos de que llegue una
persona al juzgado de guardia, es decir, que pudieran ser
aplicadas por el juez que está tomando otro tipo de medi-
das respecto a esas agresiones. Me parece positivo y va-
mos a estudiarlo. Creo que ese tema puede dar salida a un
problema que tiene que ver también con aquella falta de in-
dependencia económica. Parece mentira, como decía otro
día una compañera andaluza, la directora del Instituto de la
Mujer, que se tengan que ocultar las mujeres; las víctimas
de un delito se tienen que ocultar mientras el agresor y el
delincuente campa a sus anchas. Ellos campan a sus an-
chas y la mujer oculta en una casa de acogida. Algo está
cambiando, señorías, desde luego, porque hoy ese ocul-
tamiento de la mujer para no seguir siendo agredida está
puesto en cuestión. Afortunadamente algo estamos consi-
guiendo cambiar.

Luego el tema del apoyo. También se ha referido a sus
relaciones con el movimiento asociativo, el apoyo a las
ONG, todo lo que son las redes de mujeres y los centros de
información. Es fundamental que la mujer se sienta apo-
yada, que tenga el apoyo de la sociedad y de las institucio-
nes, porque en otro caso no tomará las medidas. Todas las
medidas preventivas, que ya he comentado, que comentaré
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quizás más ampliamente en la siguiente intervención, todo
lo que son campañas públicas de sensibilización en los me-
dios informativos, con rechazo a la publicidad sexista, a la
publicidad que veja a la mujer y que atropella su dignidad.

Naturalmente recursos presupuestarios. Todo esto
forma parte de un elenco de medidas que creemos hay que
ir tomando, una vez que afortunadamente hemos llegado a
un punto de sensibilización colectiva en esta materia, que
debe ser la oportunidad y el momento para dar respuesta
eficaz a todas aquellas situaciones de agresiones a las mu-
jeres, que desde luego son agresiones a los derechos fun-
damentales de las personas.

El señor PRESIDENTE: Cierra el turno de los grupos
parlamentarios la portavoz del Grupo Popular, doña María
José Camilleri.

La señora CAMILLERI HERNÁNDEZ: Me uno en
el agradecimiento por su presencia aquí hoy; hoy y siem-
pre diría yo, ya que es un placer recibirle en esta casa.

Efectivamente, el día 23 de diciembre de 1997, Con-
vergència i Unió solicita la comparecencia del Defensor en
relación con el informe monográfico de la violencia contra
las mujeres en el ámbito familiar, informe que si la presen-
tación que hoy nos ha hecho es así, nos augura un esplén-
dido informe como nos tiene acostumbrados, informe que
todos esperamos por su actualidad e importancia, y porque
yo creo que mejor que muchos conozco la experiencia de
esta institución que usted preside tiene como receptores de
quejas y autoridad para hacer recomendaciones y sugeren-
cias a la luz de los casos tratados y de las quejas recibidas
por tantas mujeres, mujeres que es posible que no se atre-
van a ir a un juzgado, pero sí se quieren mantener en el
anonimato que el Defensor les ampara. Incluso dos años y
pico después de dejar la institución del Defensor del Pue-
blo Andaluz, donde estuve 11 años, tengo en mis manos la
queja de una mujer que se ha dirigido también al Defensor
del Pueblo Andaluz y dice textualmente: Tras mi conver-
sación telefónica que mantuve el día de ayer, me dirijo a
usted para pedirle ayuda ante la situación de indefensión
en que me encuentro. Me he dirigido recabando ayuda al
Consejo General del Poder Judicial, al Defensor del Pue-
blo Andaluz, y en Córdoba a la recién creada Comisión de
Ayuda a Mujeres Maltratadas como víctima de una situa-
ción de secuestro de mi hijo menor y coacción y amenazas
a mí misma que me hacen temer por la integridad física de
mis hijos y la mía, por parte de mi ex marido y su familia,
etcétera.

Efectivamente muchas mujeres están conviviendo con
sus maridos o parejas y saben que son maltratadas. Tam-
bién lo saben sus familias, sus vecinos, pero nadie dice
nada. Un día ocurre la desgracia y el resultado el año pa-
sado, en 1997, ha sido de 91 mujeres muertas y 23 hom-
bres muertos. Pero éstas no son las únicas víctimas. Esta-
mos hablando aquí de mujeres muertas, pero ésas no son
las únicas víctimas, puesto que 350 sufrieron a lo largo de
1997 lesiones de consideración y muchísimas, que ahora
citaré, fueron las denuncias como consecuencia de malos
tratos.

Cuando el caso de Ana Orante saltó a los medios de co-
municación a medidos de diciembre pareció como si fuese
la primera y única mujer que había sido quemada viva por
su pareja. Pues bien, era la tercera que en el año 1997 fue
quemada viva por su marido. Este caso tuvo una enorme
repercusión porque días antes esta granadina había denun-
ciado en un programa de televisión las palizas sufridas du-
rante 40 años, que se dice pronto, 40 años.

Desde entonces ha habido muchas manifestaciones de
protestas, e iniciativas de los distintos grupos parlamenta-
rios, todo ello en una Europa que se prepara para celebrar
en 1999 el año europeo contra la violencia de las mujeres.
Hay quien dice que al airear en los medios de comunica-
ción estas cuestiones se están produciendo conductas de
imitación. No es del todo cierto, pues ha habido años en los
que las víctimas han sido más que en 1997, concretamente
en el año 1996.

Como decía antes, durante 1997 se registraron en Es-
paña 18.868 denuncias por malos tratos. Teniendo en
cuenta, según dicen, que sólo el 5 por ciento de las agre-
siones son las que se denuncian, el número real de mujeres
víctimas será de 400.000. La única forma de que dejen de
ocurrir es que se les denuncie, pero para que estas denun-
cias resulten eficaces es necesario que las mujeres encuen-
tren una respuesta a esas denuncias.

Por ello, Defensor, señorías, como ya saben, el Go-
bierno aprobó en Consejo de Ministros de 7 de marzo de
1997 (y ahora le diré por qué estoy resaltando las fechas
expresamente) el Tercer Plan para la igualdad de Oportu-
nidades entre mujeres y hombres, que dedica un área espe-
cífica a la violencia contra las mujeres en la que se con-
templan medidas para prevenir y eliminar la violencia.

El 11 de noviembre de 1997 se aprobó por unanimidad
una proposición no de ley del Grupo Parlamentario Popu-
lar relativa a la prevención y erradicación de la violencia a
las mujeres, a la que se incorporaron dos apartados fruto de
una transaccional con los grupos Socialista y Federal de
Izquierda Unida, y el 18 de diciembre de 1997 nuestro
grupo presentó una proposición no de ley en el seno de la
Comisión Mixta de los Derechos de la Mujer. A su vez, el
16 de septiembre, en la Conferencia Sectorial de la Mujer
se acordó a propuesta del ministro de Trabajo y Asuntos
Sociales celebrar una conferencia sectorial monográfica
sobre la violencia contra las mujeres, que tuvo lugar el 26
de noviembre del mismo año, a la que asistieron represen-
tantes de los ministerios de Justicia, Interior, Sanidad,
Educación y Cultura. En dicha conferencia se presentó un
amplio informe y se tomó el acuerdo de elaborar un plan
de acción a tres años con objetivos y medidas específicas y
cuantificación económica que será revisado anualmente.

En línea con el plan de acción, el Gobierno aprobó en el
Consejo de Ministros de 16 de enero de 1998 diez medidas
a las que usted también ha aludido. Estas diez medidas
promueven la creación de más casas de acogida y centros
de orientación y consulta, así como de servicios de aten-
ción a la mujer en comisarías de policía; además, se pre-
tende la instauración de juicios rápidos y la colaboración
con los colegios de abogados para crear turnos de oficio
específicos para los casos de la violencia en el ámbito fa-
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miliar. También para la reinserción laboral de la mujer se
crearán cursos específicos de formación en el plan de em-
pleo para 1998.

Además, como hacía alusión Cristina Alberdi, se ha en-
viado a los fiscales un recordatorio de la instrucción de la
Fiscalía, que ya existía desde 1988, sobre persecución de
malos tratos ocasionados a personas desamparadas y con
necesidad. Tengo que decirle que no son sólo dos líneas,
que es un poquito más, aunque simplemente es una avan-
zadilla de una instrucción que se está elaborando por la
Fiscalía.

También existe una instrucción, la número 6 de 1997 de
la Secretaría de Estado de Seguridad sobre la atención e in-
formación a las víctimas de determinados delitos de las
gestiones e investigaciones realizadas para su esclareci-
miento, que es de 10 de abril de 1997.

Sigo citando fechas. El 17 de enero de 1998 se aproba-
ron dos proposiciones no de ley, dirigidas en el mismo sen-
tido, por el Grupo Popular y el Grupo Socialista. El 18 de
febrero de 1998 se debatió una interpelación urgente del
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida acerca de
la política a llevar a cabo para erradicar la violencia de la
que son víctimas las mujeres. Y el 24 del mismo mes, la
moción consecuencia de la anterior interpelación, donde se
aprobó la enmienda presentada por los Grupos Popular y
Catalán, por la que se instaba al Gobierno, en primer lugar,
a continuar desarrollando las cuatro propuestas efectuadas
en la conferencia sectorial extraordinaria dedicada a la vio-
lencia contra las mujeres, que se celebró el 26 de noviem-
bre de 1997, y, en segundo lugar, a aplicar las diez medidas
contra los malos tratos a mujeres aprobadas por el Consejo
de Ministros del pasado 16 de enero de 1998.

Cualquier otra medida que se recomiende en el informe
que se elabore por la institución que usted preside será
desde luego valorada y por supuesto tenida en cuenta, si es
que hasta ahora no se han puesto ya en marcha las medidas
que usted vaya a recomendar. No obstante, se debe seguir
insistiendo en sensibilizar a la sociedad en general, y a al-
gunos colectivos de profesionales en particular, sobre la
gravedad del problema. A estos últimos, entre los que se
encuentran profesores, sanitarios, policías, psicólogos,
abogados y jueces, no sólo hay que sensibilizarlos, sino
que además hay que prepararlos para que puedan atender y
tratar esta problemática en sus justos términos.

He hecho hincapié en las fechas para demostrar que
todos los grupos parlamentarios hemos presentado iniciati-
vas. Todos estamos sensibilizados, por lo que voy a termi-
nar haciendo alusión a una frase de la madre Teresa de Cal-
cuta que dice así: Lo que yo hago, tú no puedes hacerlo, y
lo que tú haces, yo no puedo hacerlo. Pero podemos hacer
juntos muchas cosas: ayudar a la gente.

El señor PRESIDENTE: Para rematar esta compare-
cencia, el Defensor del Pueblo se referirá a todas las inter-
venciones.

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Álvarez de Mi-
randa y Torres): Las sucesivas intervenciones que han te-
nido lugar en relación con este tema de alguna manera han

venido a completar el informe, que evidentemente tenía
que ser en muchos aspectos parcial porque, como se ha di-
cho, no tenemos todavía una evaluación ni un estudio ni
unos datos ni unos complementos que nos puedan servir
para que se indique desde este momento lo que debe de ser
la acción del Defensor del Pueblo en relación con un tema
de principal trascendencia.

Se ha dicho, y es verdad, que este año en que celebra-
mos el cincuenta aniversario de la Declaración de los De-
rechos Humanos no puede quedar sin que esta Cámara
trate este asunto y haga un esfuerzo, como se está ha-
ciendo, y me alegro de haber escuchado a los distintos
grupos parlamentarios, dentro de este espíritu, a veces, de
mantener cada uno su iniciativa. Se lo agradezco a todos,
porque efectivamente lo que han demostrado y han puesto
sobre el tapete que no estamos hablando de algo que no se
esté haciendo, sino que se está llevando a la práctica. Por
consiguiente, el Defensor del Pueblo no puede sino felici-
tarse de todas estas manifestaciones, de todas estas obser-
vaciones, de todos estos puntos de vista que se han ex-
puesto y, desde luego, vamos a intentar que en el plazo más
breve posible SS. SS. tengan constancia de que efectiva-
mente el informe ha sido completado con las propuestas y
las acciones de orden legislativo que sólo a SS. SS. com-
peten. Por consiguiente, en esta sede legislativa es donde
se va a poder resolver, y el Defensor del Pueblo lo que
puede es coadyuvar, de la manera que lo está haciendo, a
estas actuaciones que se están llevando a la práctica y a las
sugerencias que efectivamente pueden tener su sentido y
su repercusión, de lege ferenda, que completarán la infor-
mación que nos llegue.

Sí quería asegurar a Cristina Almeida, a la represen-
tante del Grupo Mixto, su preocupación sobre las visitas de
casas de acogida. Quiero decirle que, efectivamente, el
Defensor tiene ya en proyecto y preparada una visita a un
centro de tratamiento integral de mujeres aquí en Madrid,
en Coslada, que en estos momentos está siendo visitada
por representantes europeos debido a sus características in-
novadoras. Nos interesará mucho conocer las característi-
cas innovadoras de este centro que hasta el momento no
hemos podido visitar. Lo vamos a hacer y confío en que
respecto a esa desigualdad que señalaba la señora Cami-
lleri que se da entre centros de acogida en las distintas
comunidades autónomas, se podrá de alguna manera esta-
blecer el equilibrio necesario para actuar de una manera
global, coordinada y, yo diría, proporcional en todo lo que
es la problemática que estamos examinando dentro de
nuestro territorio porque en todas partes y en todas las co-
munidades están ocurriendo estos hechos.

Hay algo que sí se ha señalado y con lo que vuelvo a es-
tar totalmente de acuerdo, porque no puedo discrepar en
nada de todo lo que he escuchado a sus señorías: la luz co-
lectiva, esta aplicación de las leyes, este cambio del papel
de la mujer, lo que se ha hecho, lo que se ha conseguido, lo
que se ha avanzado, esta coordinación, estas proposiciones
que se han venido haciendo de un tiempo a esta parte, esta
oficina de asistencia a las víctimas que no está teniendo el
efecto deseado y que vamos a intentar por todos los medios
que se consiga, esta campaña publicitaria y su importancia,
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etcétera. Es cierto que a través de los medios de comunica-
ción se está conociendo la labor de esas asociaciones abso-
lutamente heroicas que han venido luchando durante tan-
tos años casi en la oscuridad y casi en la clandestinidad, un
poco exagerado, pero que al final han tenido un resultado
y han hecho salir a la luz unas situaciones que eran absolu-
tamente intolerables e indeseables. Esas asociaciones no
gubernamentales tienen que tener todo el apoyo de la so-
ciedad, de todos, para que realmente sigan haciendo esta
labor.

Estos cursos específicos de formación a los que se refe-
ría doña María José Camilleri sirven para saber lo que te-
nemos que hacer todos en este momento y que ella lo ha
terminado con la palabra sensibilizarnos. Esta sensibiliza-
ción, en la que todas SS. SS. han hecho hincapié, la tene-
mos que tener muy presente y no dejar de pasar esta oca-
sión. No dejemos pasar este año, aunque 1999 sea el año
señalado por Naciones Unidas. ¿Por qué vamos a dejar pa-
sar 1998 sin hacer ya, desde ahora, lo que estamos ha-
ciendo? Sus señorías están fomentando esa sensibilización
para que no pase ya más tiempo en esta situación que he-
mos venido describiendo, porque cuando uno se va aden-
trando en ella realmente le produce la sensación de indig-
nidad en que ha vivido una parte de los seres humanos al
aceptarla. Somos indignos como hombres y como mujeres
si continuamos aceptando que esto continúe así.

— INFORMAR SOBRE LA SITUACIÓN DE LOS
DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS TE-
LESPECTADORES. A SOLICITUD DEL GRUPO
PARLAMENTARIO SOCIALISTA DEL SE-
NADO (Número de expediente del Congreso
222/000004 y número de expediente del Senado
713/000380).

El señor PRESIDENTE: Iniciamos el tercer punto del
orden del día, que es también a instancias del Grupo Parla-
mentario Socialista, en torno a solicitar del Defensor del
Pueblo que informe sobre la situación de los derechos fun-
damentales de los telespectadores.

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Álvarez de Mi-
randa y Torres): La importancia de este otro tema indica el
acierto de SS. SS. al señalar estos tres puntos para la com-
parecencia y así hacernos reflexionar a todos sobre por
dónde van en estos momentos las preocupaciones no sola-
mente de una sociedad, sino de una representación ciuda-
dana como la que ustedes sustentan.

Se trata de la situación y defensa de los derechos funda-
mentales de los espectadores. Tengo que reconocer que ésa
es una tarea de la que no es fácil salir airoso, y por razones
aparentemente contradictorias. De un lado, desde un punto
de vista estrictamente técnico, cabría suponer que no exis-
ten, así dicho, derechos fundamentales de telespectadores,
ya que la Constitución hasta ahora, y no creo que se vaya a
reformar fácilmente por el momento, no hace referencia a
ellos. Pero, por otro lado, prácticamente todos los ciudada-
nos, casi todos los ciudadanos, son diariamente telespecta-

dores y, en medio de esa difusión, la televisión, esa caja
mágica, es el cauce activo-pasivo de muchos de estos de-
rechos fundamentales.

Como punto de referencia para expresar la amplitud del
campo que debemos de tratar, debo de referirme a lo que se
afirmaba en el preámbulo de lo que ya es vieja ley, la ley
4/1980 por la que se aprueba el Estatuto de la Radio y la
Televisión. Se decía en la ley de 1980: La radiodifusión y
la televisión, configuradas como servicio público esencial,
cuya titularidad corresponde al Estado, se concibe como
vehículo también esencial de información, participación
política de los ciudadanos, información de la opinión pú-
blica, cooperación con el sistema educativo, difusión de la
cultura española y de sus nacionalidades y regiones, así
como medio capital para contribuir a que la libertad y la
igualdad sean reales y efectivas, con especial atención a la
protección de los marginados y a la no discriminación de la
mujer. Se decía ya en la ley de 1980.

Creo que aquí están recogidos los derechos de informa-
ción, el derecho de expresión y el derecho de creación ar-
tística, y también la participación política está incluida di-
rectamente en el texto al que me he referido y no hace falta
insistir en ello. El derecho fundamental a la educación y el
derecho de los ciudadanos a la cultura precisan en ocasio-
nes, irremediablemente, de este medio de difusión para
que una oferta que no puede proporcionar el sistema edu-
cativo tradicional ni las instituciones culturales estáticas
que generalmente se ubican en núcleos de población im-
portantes alcance así a todos los ciudadanos. En definitiva,
un medio de comunicación al que el legislador considera
de capital importancia para contribuir a que la libertad y la
igualdad sean reales y efectivas, contiene en sí mismo ne-
cesariamente un compendio de derechos fundamentales,
cuya situación sería imposible de describir en el tiempo li-
mitado del que vamos a disponer en esta comparecencia
última.

Así pues, quisiera resumir este campo de trabajo tan
amplio, con el permiso de SS. SS., y apuntar algunas cues-
tiones concretas de entre las que con mayor insistencia,
con mayor frecuencia, con mayor habitualidad se plantean
al Defensor y que a mi juicio son del mayor interés.

En primer lugar, haré referencia a la problemática del
acceso a este importante medio de difusión de los grupos
sociales y de los grupos políticos significativos en los tér-
minos prescritos en el artículo 20.3 de la Constitución es-
pañola. Mencionaré también el asunto de la supervisión y
control del contenido de la programación televisiva, con
especial referencia a la debida protección a la juventud y a
la infancia, de acuerdo con el número 4 del artículo 20 de
nuestra Constitución. Se podría comenzar diciendo que el
acceso de los grupos sociales y políticos significativos a
los medios de comunicación social dependientes del Es-
tado y, por tanto, el acceso a la televisión, previsto como se
ha dicho en el artículo 20.3 de la Constitución, quizás
desde una perspectiva del Defensor del Pueblo, es una
cuestión no resuelta y así tengo que reconocerlo. Es al le-
gislador a quien corresponde directamente, no a otro poder
público, es al legislador a quien la Constitución le enco-
mienda la garantía de este acceso al imponer que precisa-
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mente se haga por medio de una ley como vehículo de esa
garantía.

El mandato sólo impone que se respete, en la forma de
acceso que se decida, el pluralismo de la sociedad y de las
diversas lenguas de España. Sin embargo, hasta el presente
tan sólo en el ámbito de la legislación electoral se ha pro-
ducido un desarrollo suficiente del mandato constitucional
que posibilita el acceso ordenado y preciso de los grupos
políticos a los espacios televisivos, de acuerdo con crite-
rios objetivos que en general están vinculados a la repre-
sentatividad alcanzada en anteriores procesos electorales.
Es la legislación electoral la que ha producido este desa-
rrollo, la que ha producido este resultado. En lo demás, en
el resto del campo no electoral, la regulación de rango
electoral es somera, estricta, casi inexistente, y desde
luego no configura un marco normativo suficiente, en el
que se pueda desarrollar de una manera eficaz el acceso a
la televisión de los grupos políticos y sociales representati-
vos, tal como la Constitución ordena que se garantice.

Así, en concreto, el Estatuto de la Radio y la Televisión,
esa Ley 4/1980, limita la regulación de esta materia a la
atribución al consejo de administración de la competencia
para determinar semestralmente el porcentaje de horas de
programación destinadas a los grupos políticos y sociales
significativos, fijando los criterios de distribución entre
ellos en cumplimiento de lo establecido en el artículo 20 de
la Constitución. Este mandato se completa con lo dis-
puesto en el artículo 24 de la misma ley, en el que se or-
dena que la disposición de espacios, en este caso en TVE,
se concreta de modo que accedan los grupos sociales y po-
líticos más significativos. Para ello el consejo de adminis-
tración y el director general habrán de tener en cuenta, in-
sisto, criterios objetivos tales como representación parla-
mentaria, implantación sindical, ámbito territorial de ac-
tuación y otros similares.

En su momento, a raíz de una queja presentada por di-
versas organizaciones no gubernamentales y la coordina-
dora en la que éstas se agrupaban, suscritas así mismo por
las secciones españolas de Greenpeace, de Amnistía Inter-
nacional y también por la coordinación de organizaciones
de defensa ambiental, se trasladó a la Dirección General de
Radiotelevisión Española la problemática que nos plantea-
ban estas organizaciones, según las cuales la falta de desa-
rrollo normativo de los preceptos que se mencionaban del
Estatuto de radiotelevisión impedía una plena efectividad
del derecho que se proclamaba.

Desde el primer momento la dirección de Radiotelevi-
sión Española, en los informes remitidos al Defensor del
Pueblo, nos aludió a la necesidad de llevar a cabo algunos
estudios con carácter previo a la adopción de medidas que
hiciesen efectivo este derecho de acceso, informando pos-
teriormente al Defensor de que en la sesión ordinaria del
consejo de administración de 20 de diciembre de 1996 se
había planteado la cuestión a dicho consejo para una toma
de decisión de la que habría de informarse posteriormente
al Defensor. Sin embargo, no se recibió nueva comunica-
ción hasta octubre del pasado año 1997, que es cuando fi-
nalmente la Dirección General de Radiotelevisión Espa-
ñola, al margen de otras consideraciones, plantea la difi-

cultad de articular el sistema de acceso de los grupos polí-
ticos y sociales representativos por la ausencia de una sufi-
ciente regulación con rango de ley que aclare y detalle los
criterios objetivos que hubieran de emplearse y el modo en
que tal acceso deba producirse. Ésta es la contestación que
recibe el Defensor.

Entiendo que la opinión expresada por la Dirección Ge-
neral de Radiotelevisión, aunque tardía, tiene un funda-
mento, que no debe ser ni el consejo de administración, ni
la Dirección General de Radiotelevisión Española, ni los
correspondientes de las restantes cadenas de televisión
quienes articulen este sistema de acceso sobre la base de
los escasos mandatos legales existentes. Pero con indepen-
dencia de todo, lo cierto es que casi 20 años después de ha-
berse aprobado el Estatuto de la Radio y la Televisión, en
TVE, por no tratar ahora de otras televisiones de titulari-
dad pública, no está resuelto el problema del acceso de los
grupos políticos y sociales significativos, lo que implica en
alguna medida, señorías, un incumplimiento del artículo
20.3 de la Constitución.

Así pues, ya que el precepto constitucional citado or-
dena que sea la ley la que garantice el acceso de estos gru-
pos sociales y políticos a los medios de comunicación so-
cial dependientes del Estado, y entre ellos a la televisión
que, no lo olvidemos, está configurada como un servicio
público esencial de titularidad estatal, puede ser esta oca-
sión un momento propicio para que SS. SS. tomen nota de
la cuestión y perfeccionen y completen la legislación vi-
gente en la materia. Otra cosa no les puedo decir.

Los contenidos y mensajes de la programación y la pu-
blicidad en la televisión son sin duda también el motivo
más frecuente de queja al Defensor del Pueblo en relación
con este medio de difusión. Sus señorías pueden imaginar
que muchas de estas quejas únicamente se sustentan en
opiniones políticas, en criterios éticos o morales de carác-
ter personal o incluso en simples opiniones estéticas que
de ningún modo deben de condicionar, ni mucho menos
impedir, el ejercicio de derechos de tan amplio reconoci-
miento constitucional como los de expresión, información,
opinión o creación, y así se lo hacemos saber a los recla-
mantes cuando nos llegan estas reclamaciones. Ésta suele
ser la contestación que se da a quienes nos formulan estas
quejas. Sin embargo, ni siquiera derechos tan fundamenta-
les como los citados, cuyo pleno ejercicio hay que salva-
guardar a toda costa, ni siquiera estos derechos fundamen-
tales están exentos de algunos límites que expresamente el
legislador constituyente ha hecho constar en el número 4
del artículo 20 de la Constitución, y que son: el respeto a
los demás, que el título I de la Constitución reconoce, es-
pecialmente el derecho al honor, a la intimidad, a la propia
imagen y la protección de la juventud y de la infancia.

Hoy en día es frecuente oír, especialmente en ámbitos
próximos a los medios de comunicación, que la mejor de-
fensa del telespectador frente a estos contenidos y men-
sajes de la programación y publicidad es el mando a dis-
tancia. Quizá, si se piensa en el telespectador adulto, for-
mado e informado, que tiene a su disposición diferentes
mecanismos de protección, que incluyen hasta acciones
judiciales, civiles y penales para proteger sus derechos,
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podríamos admitir, aunque con muchos matices, esta
afirmación, pero no me parece en cambio que pueda ad-
mitirse en ningún caso si pensamos en el telespectador
infantil y juvenil que dedica buena parte, yo diría que de-
masiada parte de su ocio, probablemente más de lo dese-
able, a ver esta televisión, que no conoce los mecanismos
de los que dispone para defender sus derechos o intere-
ses, que no sabe cómo ponerlos en marcha; quien ignora
incluso en la mayor parte de las ocasiones que está siendo
agredido o perturbado en su derecho a un adecuado desa-
rrollo físico, mental y moral no puede ser responsabili-
zado de su propia defensa. Por ello, la Constitución se-
ñala que la protección de la juventud y de la infancia es el
límite expreso a derechos fundamentalísimos como los
de expresión, opinión e información, y también por lo
mismo el Defensor del Pueblo que les habla tiene un in-
terés especial en esta problemática, como en general la
tiene respecto de cualquier tema que afecte a aquellos
sectores sociales que por cualquier motivo merezcan una
protección especial.

Como ya he apuntado, son los contenidos y mensajes de
la programación y la publicidad los que motivan la mayor
parte de quejas en esta materia. Aunque las cifras no sean
especialmente indicativas en relación con el número total
de telespectadores, su remisión al Defensor del Pueblo, a
mi juicio, tiene una doble significación, por un lado, la evi-
dente disconformidad con algunos contenidos de esta
programación televisiva, aun cuando a menudo esta dis-
conformidad no tenga más sustento que los criterios u opi-
niones personales; por otro, que al margen de esta institu-
ción, los ciudadanos no conocen o no creen disponer de
otras instancias más adecuadas para la satisfacción de sus
reclamaciones.

Como SS. SS. no ignoran, la protección de la infancia y
la adolescencia es uno de los criterios que han de informar
necesariamente el contenido de la programación, según se
reconoce en el Estatuto de la Radio y la Televisión, apro-
bado hemos dicho por la Ley 4/1980 y a través de la Ley
10/1988 se aplica también a la televisión privada, en base
a su consideración como servicio público o de esencial
titularidad estatal. Por su parte, la Ley 25/1994, de 12 de
julio, que incorporó al ordenamiento jurídico español la
Directiva conocida como de Televisión sin Fronteras, la
Directiva 89/552 de la Comunidad, incide también en la
protección de los menores frente a la publicidad y frente a
la programación prohibiendo la inclusión de imágenes o
mensajes que pudieran perjudicarles moral o físicamente,
y la emisión de programas o de escenas de cualquier tipo
susceptibles de producir perjuicios de la índole antes ci-
tada o de fomentar el odio, el desprecio o la discriminación
por motivos de nacimiento, raza, sexo, religión, nacionali-
dad, opinión o cualquier otra circunstancia personal o so-
cial. El artículo 16 de la Ley 25/1994, que ya hemos citado,
establece ciertos límites a los que debe someterse la publi-
cidad dirigida a menores y prohíbe, en lo que se refiere a la
programación, la emisión de contenidos inadecuados para
ellos entre las 6 y las 22 horas de cada día, teniendo con-
sideración de infracciones muy graves las violaciones de
estos límites y encomendando la inspección y sanción al

Ministerio de Fomento y al Consejo de Ministros, respec-
tivamente.

Para no reiterar aquí lo que ya expuse en el informe
anual correspondiente a 1996 presentado en su momento a
las Cortes Generales, me limitaré a decir que las actuacio-
nes llevadas a cabo ante el Ministerio de Fomento a raíz de
algunas de las quejas recibidas evidencian una escasa ope-
ratividad del sistema tutelar vigente actualmente, pues la
constancia de reiteradas infracciones por parte de las dis-
tintas cadenas de televisión en muy contadas ocasiones
han dado lugar no ya a la imposición de sanciones, sino a
la apertura de expedientes disciplinarios. Ello ocurre así en
base a una denominada política de persuasión que la Ad-
ministración pretende aplicar a lo que todavía se considera
la primera fase de implantación de la televisión privada en
España. Esta institución apoyó en su momento la suscrip-
ción en abril de 1993 del código de autorregulación de las
distintas cadenas de televisión, tanto públicas como priva-
das, que tendía a favorecer los valores constitucionales y a
respaldar el potencial formativo de la televisión, evitando
la violencia gratuita y los mensajes que atentan contra la
dignidad de las personas. Sin embargo, este código deon-
tológico, fruto del compromiso adquirido entre las cadenas
de televisión, los representantes de las distintas comunida-
des autónomas y el entonces Ministerio de Educación y
Ciencia, no parece haber dado los frutos deseados. Por otra
parte, esta institución es plenamente consciente, como
hizo constar en el informe de 1996, del problema que re-
presenta el grado elevado de subjetividad que necesaria-
mente entraña la apreciación de si determinadas imágenes,
escenas o contenidos violan o no las normas de protección
al menor. También es consciente el Defensor del Pueblo
del temor casi reverencial que las autoridades políticas y
administrativas tienen a que sus iniciativas, especialmente
las de carácter coactivo o sancionador en el ámbito de las
libertades de opinión, expresión e información, sean asi-
miladas a la afortunadamente desterrada y constitucional-
mente prohibida censura previa, de tan aplastante vigencia
en nuestro país hasta tiempo todavía reciente, por lo menos
en el recuerdo de muchos. No obstante, la evidencia de es-
tas dificultades no puede llevar a la desprotección de la ju-
ventud, no puede llevar a la desprotección de la infancia
frente a la televisión, desconociéndose así el mandato ex-
preso del artículo 20.4 de la Constitución.

En base a estas consideraciones y a algunas otras sobre
las que no quiero volver ni extenderme para no alargar ya
esta comparecencia, se sugirió en el informe anual corres-
pondiente a 1996 que se designara de manera inmediata al-
guna autoridad u organismo independiente desvinculado
jerárquicamente de la Administración, dotado de un alto
grado de autorictas en la materia, al que entre otras com-
petencias que pudieran atribuírsele se le asignara la misión
de aplicar el régimen sancionador previsto en la normativa
vigente a las infracciones en materias de protección a la ju-
ventud y la infancia en las emisiones de televisión. Esta
propuesta, que por otra parte se limitaba a seguir la inicia-
tiva adoptada ya por la Comisión especial sobre los conte-
nidos televisivos, creada en 1993 en el Senado de acuerdo
con el Pleno de la Cámara de 19 de noviembre, se reiterará
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ante las Cortes Generales en este informe correspondiente
a 1997, en el que volveremos a abordar de nuevo la pro-
blemática de la protección de la juventud y la infancia, no
sólo ya frente a la televisión sino también en relación con
los restantes medios de difusión. Una vez que he formu-
lado esta propuesta, no me parece que deba insistir más
para no interferir en las decisiones que considere oportuno
adoptar el poder público en el ámbito de su autonomía ni la
formulación jurídica que le quiera dar el legislador con la
aprobación de la norma correspondiente. Es público y no-
torio que en los últimos tiempos se han barajado diversas
alternativas más próximas o más lejanas, según los casos,
a esta propuesta que se inició por el Defensor del Pueblo, y
están en trámites proposiciones y proyectos normativos
que las Cámaras habrán de debatir.

Estaremos, por lo tanto, atentos a lo que el legislador
decida y únicamente quiero dejar constancia expresa aquí
y ahora del interés que el Defensor del Pueblo que les ha-
bla tiene de que se dote al ordenamiento jurídico de meca-
nismos ágiles y eficaces para proteger en todos los ámbitos
de su vida y frente a la televisión en concreto a nuestros
menores y a nuestros jóvenes. La reforma de la Ley
25/1994, esa reforma que debe producirse antes del 30 de
diciembre de este año para incorporar al ordenamiento es-
pecial la nueva Directiva de Televisión sin Fronteras,
puede ser una magnífica ocasión para ello.

El señor PRESIDENTE: A continuación la peticiona-
ria de la comparecencia, la portavoz del Grupo Socialista,
doña Ana Arnáiz, tiene la palabra.

La señora ARNÁIZ DE LAS REVILLAS GARCÍA:
Le doy las gracias, Defensor, por los dos últimos informes
—con permiso del presidente me quiero referir también
someramente al anterior, por lo que tiene de relación con el
tema que tratamos en este momento—, que me llevan a
pensar como ciudadana y como representante de una parte
de la soberanía popular que la gloria de las instituciones
democráticas a veces está muy relacionada con los orga-
nismos de que se trate, lógicamente, pero también con las
personas que en un momento determinado los pueden lle-
nar de contenido, de altura, de independencia y de lo que
es, fuera de la pugna política o del sentido partidista, la vi-
sión que nos pueda abrir el camino para poder construir
una sociedad algo más justa y menos hostil en todo lo que
son nuestros derechos fundamentales, en definitiva, lo
contrario a lo que yo vengo a decir aquí, acercarnos a las
leyes y a las normas fundamentales que nos protegen y que
en la práctica cada vez están más devaluadas y cuyo ejer-
cicio es menos eficaz y menos real.

Por tanto, este agradecimiento al Defensor conllevaría
prácticamente asumir las cosas que ha dicho, pero antes de
entrar en lo que es la crisis que puede haber de medios de
comunicación y que en parte viene dada por las nuevas
tecnologías y en la crisis de lo que son incumplimientos de
legalidad de los derechos fundamentales, quisiera definir
la televisión y los medios de comunicación en general
como un instrumento de socialización y de divulgación de
la cultura que tiene que ver con la conformación de todos

nuestros valores, de nuestras formas de vida y de nuestras
relaciones personales y de instituciones como la familia.

Hemos hablado antes de las relaciones familiares.
Quizá la introducción más moderna y más masiva de pau-
tas y conducta y de estereotipos sociales sea la televisión.
En una televisión en la que un niño ve antes de llegar a la
edad escolar un promedio de 8.000 crímenes y muchos
más actos delictivos y violentos, ese proceso de aprendi-
zaje de los malos tratos, ese proceso de aprendizaje de lo
que es el rôle de su masculinidad con respecto a una femi-
neidad sometida, que es lo que hemos heredado, se va per-
petuando con instrumentos muchísimo más masivos, más
sugerentes y más peligrosos en definitiva que lo que es
simple ejemplo de la familia. No se puede decir simple-
mente que se perpetúan las mentalidades en la familia o en
el colegio y negar la función socializadora y educadora a la
televisión. Tampoco se puede atribuir toda la responsabili-
dad a la televisión y hay que desdramatizar y ver que es un
simple instrumento y que está en manos de los poderes pú-
blicos cómo se utilice. Los poderes públicos no pueden ha-
cer dejación, no pueden dimitir de su obligación de respal-
dar y proteger los derechos constitucionales, fundamental-
mente de los menores, de los más débiles, de los más des-
protegidos, porque frente al pensamiento único o al pen-
samiento ultraliberal que dice que cada uno tiene libertad
para elegir la educación, la formación, el canal que com-
pra, debo decir que cuando uno compra un televisor no
está comprando contenido específico, salvo que se acoja al
pago por visión.

La característica más común de los malos tratos en la
familia y de la violencia en los medios de comunicación es
que se producen en el lugar donde más desprevenido o des-
protegido pueda estar el individuo, que es en el hogar;
donde puede haber más solidaridad, donde puede haber
más amor, más relación humana es donde se puede produ-
cir esa vulneración pillando desprevenido y a traición, sin
que esté en una actitud de defensa, y eso es algo que los
poderes públicos no pueden dejar simplemente a criterios
de las leyes del mercado o a criterios de otros valores o de
otros intereses políticos. En definitiva, detrás de los conte-
nidos televisivos siempre hay derechos fundamentales y
los contenidos televisivos, con todo lo de que derechos hu-
manos, éticos y sociales comportan, no se pueden subordi-
nar o aplicar solamente como objeto de transacción.

Si no hay una legislación, si no hay un ordenamiento,
ese espacio que los poderes públicos dejan vacío va a que-
dar ocupado por otra lógica que puede ser absolutamente
legítima, pero si no tiene límites —los derechos constitu-
cionales son innegables, pero como ha dicho el Defensor
no son ilimitados—, el derecho a la información o el dere-
cho al libre mercado son derechos que pueden ocupar el de
otros valores esenciales y fundamentales, con lo que los
menores fundamentalmente y la imagen de la mujer y de
las minorías, religiosas o sociales, pueden verse sometidos
a una situación de absoluta indefensión.

Ha habido a lo largo de todos estos años un vacío le-
gal, es cierto, pero también es cierto que ha habido un
consenso esencial entre todos los partidos políticos. No
ha habido ley importante con respecto a la televisión
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—que en principio fue un monopolio, luego se liberalizó
y posteriormente ha habido diversos avances tecnológi-
cos cambiando el panorama audiovisual llegando a lo que
ahora consideramos la crisis de los medios— que no haya
sido absolutamente consensuada por todas las fuerzas po-
líticas. Si ha habido alguna disensión, ha sido minoritaria
y no significativa. Ese vacío legal se ha ocupado de al-
guna manera por un consenso político amplísimo. Ese
consenso político se ha roto a raíz de la Comisión espe-
cial de contenidos televisivos en el Senado, cuyas con-
clusiones hemos analizado multitud de veces en la Comi-
sión Constitucional del Senado, pero se ha roto ese con-
senso unilateralmente por parte del Gobierno actual. El
Partido Popular fue quien solicitó la creación de esa Co-
misión especial de contenidos televisivos y quien suscri-
bió absolutamente todas las medidas que en ella se reco-
gen, que no fueron confeccionadas por uno ni otros sino,
como digo, consensuadamente. Entre ellas está la crea-
ción de un consejo superior de lo audiovisual, y se dice
de lo audiovisual, no de lo televisivo, porque en lo audio-
visual pueden entrar también Internet y muchas otras
nuevas tecnologías que ahora mismo no conocemos y
que creemos que deben estar también sujetas y sometidas
a la Constitución. Lo mismo que pensamos que las tele-
visiones públicas y también las televisiones privadas no
pueden estar al margen de preceptos constitucionales re-
lativos a los derechos a la intimidad, la libertad de expre-
sión, la protección de los menores o la imagen de la mu-
jer. Por lo tanto, ya que el Defensor se ha pronunciado en
favor de ese consejo superior de lo audiovisual, se debe-
ría buscar la fórmula. Ese consejo no sería otra cosa sino
un defensor del telespectador, dada la complejidad y la
amplitud de preceptos básicos de nuestra Constitución
que afectarían al derecho del ciudadano por verse some-
tido a un medio tan potente de comunicación y de difu-
sión de cultura.

Quiero poner ejemplos concretos de algunas conclusio-
nes de esta Comisión especial del contenido televisivos
que pueden dar un poco de luz sobre por dónde debemos
de ir y cómo debemos de recuperar un consenso, pues
cualquier negociación sobre una legislación o una norma si
no está absolutamente consensuada, por encima del interés
partidista y al servicio del interés social, no va a tener po-
sibilidad de futuro y va a contribuir simplemente a crispar
mucho más nuestra vida política y social y a devaluar y a
deteriorar nuestro sentido de la ciudadanía.

Una de las conclusiones de los contenidos televisivos es
que más contenidos televisivos no suponen más pluralidad
sino más homogeneidad; más homogeneidad por el fenó-
meno de la contraprogramación y por la lucha por el mer-
cado. Antes había dos cadenas simplemente y una daba un
espacio cultural y otra uno de deportes. Ahora en la misma
franja horaria, los mismos días de la semana, hay diferen-
tes espacios de deporte, diferentes magazines, pero no hay
verdadera posibilidad de elegir. Existe menos posibilidad
de elección de la persona, que, como digo, no está com-
prando contenidos televisivos, sino que solamente ha com-
prado un televisor a través del cual entra en su casa lo que
quiere y lo que no quiere.

El problema de atraer a las audiencias está distorsio-
nado además por dos cuestiones fundamentales, por los in-
tereses comerciales y legítimos además de las empresas,
pero sobre las que no existe por parte de los poderes públi-
cos suficiente tope o límite, y por el interés del control po-
lítico de la información, que viene siendo una absoluta sa-
cralización en los últimos tiempos, en los dos últimos
años, que nos tiene sometidos a situaciones cuando menos
ridículas, como podré enumerar si tengo suficiente tiempo.
Con la Constitución en la mano la obligación de defender
al ciudadano de poderes ilimitados está fundamentalmente
en los poderes públicos. También la sociedad puede regu-
larse. Yo propongo y proponemos la autorregulación y los
códigos deontológicos, pero eso no puede sustituir sino
complementar lo que es la acción de los poderes públicos
en la protección de la infancia, la intimidad, los valores de-
mocráticos, la igualdad ante la ley, y, como digo, para las
televisiones públicas y también para las privadas, puesto
que se trata de derechos fundamentales.

No puede ser que la intimidad de los menores no se pro-
teja y hablo de un programa de ayer mismo en que en esta
situación en la que todo está permitido con tal de ganar au-
diencia, en Televisión Española en sendos programas en
las noticias de La Primera y de La 2 aparece una informa-
ción sobre la situación de los niños en Colombia. En el in-
formativo de La 2 sale distorsionada la cara de esos meno-
res: un niño de 13 años y una niña de 16 que sobreviven
prostituyéndose y cada uno de ellos declara cómo lo hacen
a preguntas de quien les entrevista. El niño declara haber
matado a una persona a la edad de 12 años, robar habitual-
mente como forma de subsistencia y tomar drogas, y la
niña declara prostituirse, haber sido violada con 9 años por
unos policías, y el informador le pregunta que cómo y por
dónde ha sido violada, y la niña contesta. Esta misma in-
formación se da en La Primera sin que las caras de los ni-
ños estén distorsionadas. Se hace ese informe sacando la
cara de los niños. Probablemente no hay nadie que haya
pedido a un juez, como en el caso de algún periodista fa-
moso, que secuestre esos documentos. Probablemente el
hecho de ser extranjeros, de ser menores, o de prostituirse
haga que, bajo la excusa de aleccionar, lo que no debe ocu-
rrir, como una conferencia de protección a los niños, se dé
una información fuera de contexto, absolutamente atroz y
absolutamente disgregadora de cualquier principio dentro
de la televisión pública española, sobre la que supuesta-
mente tenemos algún control democrático a través del con-
trol parlamentario. Ése es un episodio de ayer mismo.

Otro episodio de cómo se da la información política
viene señalado con motivo de la prórroga de una concesión
de autopistas, la de Sevilla-Jerez, durante 25 años, en con-
tra de la opinión de mi partido, por ejemplo. Televisión Es-
pañola dice: El Gobierno ha conseguido rebajar un 15 por
ciento —creo que era— el precio de la autopista de peaje
que acabará en el año 2025. Eso desde mi punto de vista es
una manipulación y atenta al derecho a una información
veraz.

Así, repasando el título de derechos fundamentales de
la Constitución, prácticamente no hay ni uno solo que no
se vea afectado por un medio importantísimo para nuestra
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convivencia e importantísimo para el futuro, como es la ra-
diotelevisión pública y la radiotelevisión privada. Éstos
son los medios de comunicación social, y si todo vale, si
no hay ningún límite ético, si todo se somete al pen-
samiento único, a la ley de la oferta y la demanda o al in-
determinado afán y avidez de control político de la infor-
mación, lo que estamos degradando son nuestros princi-
pios éticos, nuestra ciudadanía y nuestra convivencia.

Hay otras conclusiones de la Comisión especial de con-
tenidos televisivos en las que se trata de alguna reforma o
adaptación de la ley…

El señor PRESIDENTE: Señora Arnáiz, no es norma
de la Presidencia poner límites en el tiempo; lo que sí le
digo es que lo está sobrepasando en gran medida y sobre
todo lo que quería prevenir es que pueda transferir lo que
fue el estudio de la Comisión del Senado, que la mayoría
de los comisionados conocen o tienen la obligación de co-
nocer.

La señora ARNÁIZ DE LAS REVILLAS GARCÍA:
Voy a terminar a la mayor brevedad, agradezco al presi-
dente la magnanimidad que está teniendo y voy a ser todo
lo breve y concisa que pueda.

Los derechos fundamentales están regulados no sola-
mente en nuestro país sino también en Europa. La Direc-
tiva europea de Televisión sin Fronteras, cuya trasposi-
ción fue efectuada, no se ha cumplido en los dos últimos
años por el Gobierno y he hecho preguntas al Ejecutivo
sobre este asunto. Hay un problema de competencias den-
tro del Gobierno. El Gobierno ha llevado a la Comisión
Constitucional del Senado la Ley del fútbol y el portavoz
del Gobierno se niega a comparecer a hablar de la ley que
está preparando sobre contenidos televisivos. Dice que es
competencia de Fomento. Fomento, a su vez, no ha hecho
seguimiento suficiente sobre los incumplimientos, que
son generalizados, de la televisión sin fronteras. Por lo
tanto, quisiera añadir que ese consejo superior de lo au-
diovisual, que tiene que ser independiente del Gobierno,
porque si no, ni sería eficaz ni cumpliría con la protección
de derechos fundamentales, tiene que tener una suficien-
cia financiera también independiente del Gobierno. Para
estrangular su eficacia, bastaría con negarle la posibilidad
de controlar todas las parrillas de programación de todos
los medios, porque tiene que ser un control generalizado
de todos los contenidos televisivos y todos aquellos que
pudieran venir a través dela Ley del cable; por eso hablo
del consejo superior de lo audiovisual, de cuya indepen-
dencia y suficiencia financiera dependen, como hemos
visto aquí, muchas cosas, entre otras el futuro de los jóve-
nes que tengamos, si se van a educar en la violencia o si se
van a educar en la solidaridad, en la cohesión territorial,
en el respeto a la pluralidad, en el respeto a la propia cul-
tura, o si vamos a seguir creando un simple mercado au-
diovisual, que además no está ni siquiera produciendo los
frutos deseados, y un simple mercado de votos, de crea-
ción de opinión de esa realidad virtual de propaganda po-
lítica que en definitiva está perjudicando a derechos fun-
damentales.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Catalán de Con-
vergència i Unió, tiene la palabra la señora Amorós.

La señora AMORÓS I SANS: Voy a ser muy breve,
pero no quería dejar de reflexionar sobre un tema. A mí me
ha preocupado la frase que ha dicho el Defensor de que
como protección ante los medios de comunicación tene-
mos el telemando. (El señor Defensor del Pueblo, Álva-
rez de Miranda y Torres, hace signos de denegación.)
Usted se ha referido a una información que muchos me-
dios han dado. Es verdad y durante muchos años hemos lu-
chado muchísimos de nosotros para que haya una verda-
dera libertad de expresión, pero es que en este momento la
libertad de expresión de unos coarta la libertad de expre-
sión de otros.

Me voy a referir solamente al tema de los menores,
dado que a lo mejor tenemos que propiciar un cambio de
cultura y dejar de ver a la televisión como un enemigo y
empezar a utilizarla como un utensilio para la educación y
la formación de nuestros menores. Repasando el informe
que han hecho en el Senado sobre los derechos del teles-
pectador, me he parado en una de las comparecencias de
Narciso Ibáñez Serrador en la que hay una frase que a mí
me ha hecho reflexionar: «La televisión es un fenómeno
que no se puede controlar. No puede eliminarse la televi-
sión como canguro o como cuidador de la infancia y, por
tanto, lo que debe hacerse es encontrar a una buena can-
guro y asegurarse de que la labor de esta canguro es for-
mativa o de entretenimiento, pero nunca deformante, y
para ello es necesario un filtro, para desalojar todo lo que
deforme la televisión.»

Es verdad. Tenemos una realidad: nuestros menores,
cuando llegan a casa, la única actividad de ocio que tienen
es enchufar la televisión, y lo que tenemos que exigir entre
todas y todos, lo que le pedimos desde este grupo parla-
mentario al Defensor del Pueblo es que haga cumplir la ley
y que no sea la única solución. El único medio que hay hoy
en día de que un programa se retire es que baje la audien-
cia, no que sea mejor o peor su contenido, sino que sim-
plemente tenga un bajón de audiencia, y éste verdadera-
mente es el drama de nuestra televisión, es el drama de
nuestros medios de comunicación y es el drama de no uti-
lizarla para formar y para ayudarnos a formar a nuestros
hijos; es una pena que no se les enseñe a ser críticos a tra-
vés de la televisión y que sean ellos los que un buen día se-
pan utilizar el telemando.

Simplemente quería hacer esta corta reflexión.

El señor PRESIDENTE: A continuación, cerrando
también el turno de grupos, don José Ramón Calpe tiene la
palabra.

El señor CALPE SAERA: Quisiera empezar mi inter-
vención expresando mi gratitud al Defensor del Pueblo por
su presencia una vez más ante esta Comisión, especial-
mente en este día en que por motivos de salud quizá no
esté en las mejores condiciones.

De cuanto ha expuesto y de cuanto exponía en su in-
forme relativo al año 1996, me ha parecido muy sugerente
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el repaso que ha hecho de los principios que informan la
Ley 4/1980, de Radiotelevisión, y de lo que supone el ser-
vicio público esencial de televisión. Me ha parecido muy
sugerente porque cuando discutimos estos temas nos cen-
tramos en si los contenidos que se emiten en las televisio-
nes vulneran directamente derechos fundamentales o en si
presentan quizá con demasiada normalidad situaciones en
las que esos derechos fundamentales se están vulnerando.
El Defensor ha hecho una sugerencia que ciertamente no
es novedosa pero que es infrecuente, y ha sido muy opor-
tuno que aquí se haga, sobre la televisión, especialmente
sobre la televisión pública (puesto que se refería a la Ley
4/1980), como un instrumento de satisfacción o de ejer-
cicio de derechos fundamentales, recordando que es
vehículo esencial de información, participación política,
educación y cultura, un medio para contribuir a la igualdad
y a la libertad. Todos los miembros de esta Comisión y de
las Cámaras legislativas debiéramos reflexionar un poco
sobre estas palabras y buscar que los medios de difusión
fueran no sólo un medio de entretenimiento, como muchas
veces parece que los tomamos, sino un vehículo de ejerci-
cio y de satisfacción de derechos fundamentales, y entre
ellos, naturalmente, el de la educación para la convivencia
social.

Pero, ciertamente, si nos referimos a los derechos de los
telespectadores, como hace el Defensor en su informe y
como ha hecho en su anterior intervención, hemos de ha-
blar de los contenidos, y si bien las quejas se referían a tres
aspectos básicamente: la publicidad, la programación y la
protección de la infancia y de la juventud, es indudable-
mente este último aspecto el que más ha preocupado no
sólo al Defensor sino a los demás intervinientes y también
a este portavoz. Yo no voy a comentar supuestos concretos
a los que ha hecho alusión la portavoz socialista, porque
ésta en definitiva es una Comisión Mixta de Relaciones
con el Defensor del Pueblo para estudiar sus propuestas,
sus sugerencias, para hallar soluciones y no para controlar
si tal ministro quiere o no quiere comparecer en el Senado,
que para eso hay otros vehículos y una acción política ade-
cuada. Cuando menos, me parece una indelicadeza traerlo
aquí.

Y hablando ya de los contenidos, el análisis del Defen-
sor, tanto en su informe como en su intervención aquí,
parte, como suele ser habitual en él, de un diagnóstico cer-
tero de la situación y de la colisión que supone el derecho
a la libertad y el límite que a ese derecho a la libertad de
expresión impone el propio artículo 20 de la Constitución.
En principio, nosotros entendemos que el derecho a la li-
bertad está ahí, pero también el derecho a la libertad de
empresa. No creemos que los límites a los contenidos tele-
visivos hayan de llegar hasta el punto de tratar que las ca-
denas que entran en competencia no puedan programar a la
misma hora el mismo tipo de programas. Ésa es una deci-
sión empresarial libre y corren su riesgo de captación de
audiencia. Lo que sí que nos importa es que, programen lo
que programen, los contenidos sean adecuados y no lesio-
nen los derechos de los menores.

Aquí se ha hecho alusión a una circunstancia por parte
de todos los portavoces, y por supuesto por el propio De-

fensor, que me parece fundamental y que por ello voy a
reiterar, aun abusando del tiempo de todos los miembros
de esta Comisión y del propio Defensor, y es la situación
en la que se encuentra el joven, y especialmente el niño,
ante el televisor, y ahora también los jóvenes internautas
ante su ordenador; una reflexión sobre el comportamiento
social que tenemos los padres, que estamos sometiendo
cada vez a mayores tutelas a nuestros hijos cuando se trata
de salir a calle, de buscar que alguien les acompañe o que
no acudan solos a su centro de enseñanza hasta que tengan
una determinada edad. Sin embargo, abandonamos mu-
chas veces esa tutela una vez que los tenemos dentro de
casa y no compartimos con ellos los programas que están
viendo en televisión. Y esto es ciertamente importante,
porque estamos pidiendo una respuesta de los poderes pú-
blicos a los contenidos televisivos y gran parte de esa res-
puesta la debiéramos dar los propios padres, los tutores y
los educadores; y lo que quizá podrían hacer los poderes
públicos en campañas al efecto, parecidas a las que la se-
ñora Alberdi antes sugería para la promoción de la igual-
dad de la mujer, es no sólo hacer ver que hay que buscar al-
ternativas al ocio que la televisión supone para los niños,
sino también la importancia de que los padres y los educa-
dores compartan con sus hijos las horas que dedican a la
televisión y comenten con ellos el contenido de los progra-
mas.

De todas formas, en cuanto a lo que afecta a los pode-
res públicos, nuestro grupo tiene una larga tradición en in-
teresarse por la regulación de los contenidos de los pro-
gramas televisivos. Ya en el año 1993 se debatió en el
Pleno del Congreso una proposición no de ley de nuestro
grupo por la que se instaba al Gobierno a adoptar determi-
nadas medidas con objeto de garantizar la protección de la
juventud y la infancia frente a la proliferación de películas
y series con alto contenido de violencia, xenofobia y cual-
quier otro planteamiento que atentase contra la dignidad
de las personas en la programación de televisiones públi-
cas y privadas; proposición que gozó prácticamente del
respaldo unánime de la Cámara. Nuestro grupo apoyó una
proposición posterior de Izquierda Unida y, como ha indi-
cado la portavoz socialista, siempre ha existido un am-
biente de consenso que no tiene por qué romperse. Las
proposiciones de ley entran en la Cámara para ser discuti-
das y para hallar entre todos la mayoría más amplia posi-
ble; si se puede llegar a la unanimidad, tanto mejor. En
cualquier caso, dentro del juego democrático, hallar la
mayoría que permita aprobar las leyes precisamente para
proteger los derechos de los ciudadanos, y en este caso de
los menores.

Creemos que el Grupo Popular y el Gobierno del Par-
tido Popular están actuando en este sentido. De hecho, la
nueva directiva que reforma la de Televisión sin Fronteras
ha sido ya estudiada por el Gobierno, hasta el punto de
que el Consejo de Ministros del pasado día 6 de febrero
aprobó el proyecto de ley —que será remitido a la Cámara
y que ya ha sido publicado por el Boletín de las Cortes—
para incorporar al Derecho interno la nueva directiva, que
modifica la Ley 25/1994. Precisamente de esta nueva ley,
que ha iniciado recientemente su tramitación, cabe espe-
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rar, primero, que resuelva algunas de las quejas, menores
pero quejas en definitiva, que recibe el Defensor, como es
la variación de la programación, puesto que consagra
como derecho de los espectadores el conocer con antela-
ción suficiente la programación. Asimismo, creemos que
va a permitir una mayor claridad en el régimen sanciona-
dor. La ley actualmente vigente se remite a otra ley para la
imposición de sanciones, es muy poco concreta en la tipi-
ficación, de tal manera que prácticamente distingue tres
acciones graves o muy graves en función de que haya o no
reiteración. En cambio, en el proyecto de ley se fijan unas
cuantías y se tipifica con mucha mayor claridad lo que son
faltas graves y muy graves. En este sentido, cabe esperar
que en la tramitación parlamentaria se puede mejorar to-
davía más porque se va a poder trabajar mucho más en
esta dirección.

Finalmente, en cuanto a la propuesta que hizo la Comi-
sión del Senado, y que el Defensor del Pueblo hizo suya en
su informe de 1996, de creación de un comité o un consejo
de los medios audiovisuales que, entre otras cosas, tuviera
como función el estudio de los contenidos televisivos y la
imposición de sanciones, nuestro grupo, como otros gru-
pos parlamentarios, ha presentado ya en la Cámara la opor-
tuna proposición de ley. Confiamos que a lo largo de la tra-
mitación de nuestra proposición y de las otras, y con la
aportación de todos los grupos, este consejo sea una reali-
dad y ayude de manera eficaz a resolver los problemas que
los contenidos televisivos puedan plantear para la ade-
cuada formación y educación de nuestros jóvenes y de
nuestros niños.

La señora ARNÁIZ DE LAS REVILLAS GARCÍA:
Señor presidente, al amparo del artículo 87 del Regla-
mento del Senado, no sé si en este momento o en el mo-
mento que el presidente diga, quisiera disponer del turno
previsto en dicho artículo del Reglamento del Senado, al
que tampoco sé si se acoge esta Comisión Mixta Con-
greso-Senado. Si no, le pediría la palabra por alusiones.

El señor PRESIDENTE: Las intervenciones en esta
Comisión no son contradictorias. Evidentemente, ha po-
dido haber algún punto de contradicción o de réplica por
parte del representante del Grupo Popular; bien es cierto
que usted también ha desnaturalizado el contenido de esta
Comisión y ha hecho su intervención como un discurso de
control al Gobierno, y en ese sentido yo creo que una cosa
se puede compensar con la otra. Pero como no quiero ser
cicatero, le concedo dos minutos para que intervenga.

La señora ARNÁIZ DE LAS REVILLAS GARCÍA:
Me van a sobrar, señor presidente. Yo también defiendo la
libertad de empresa, pero no ilimitada, pero precisamente
en un momento en el que en el panorama audiovisual las
televisiones públicas están acusando a la televisión estatal
de hacer dumping publicitario con cargo al erario público,
usted es quien no debiera hablar de libertad de empresa. Y
también hay otro derecho del que yo hablo, y es el derecho
de igualdad ante la ley. En la televisión, los juicios parale-
los han vulnerado ese derecho de unas menores y de algu-

nas otras personas. Es cierto, la libertad de empresa, la
igualdad ante la ley, además de prácticamente todos los de-
rechos contenidos en el título dedicado a los derechos fun-
damentales, se ven afectados por la evolución de la tecno-
logía audiovisual.

El señor PRESIDENTE: Señor Álvarez de Miranda.

El señor DEFENSOR DEL PUEBLO (Álvarez de Mi-
randa y Torres): Este tema de alguna manera tenía que sus-
citar puntos de vista distintos, yo entiendo que dentro de
un consenso general que se ha mantenido, aun cuando
haya habido criterios expuestos con absoluta sinceridad
por cada una de las personas que representan a los grupos
parlamentarios.

Yo creo que la línea argumental fundamental del in-
forme del Defensor del Pueblo que les he presentado esta
mañana está dentro del espíritu de lo que cada uno de los
representantes de los grupos parlamentarios han expuesto.
Quitemos los aspectos que puedan afectar a las posiciones
de los grupos políticos, que en estos momentos evidente-
mente son legítimos de mantener en el sitio adecuado y en
el momento oportuno. Aquí hemos venido a informar a
SS.SS. de dos temas fundamentales, y de una manera muy
específica de ese contraste que SS. SS. señalaban entre li-
bertades reconocidas como derechos fundamentales. To-
dos hemos estado trabajando en este país por conseguir
esas libertades y, por tanto, nadie puede decirnos en este
momento que estamos contra la libertad de expresión, con-
tra la libertad de información o contra la libertad más am-
plia que se pueda mantener dentro de las televisiones.
Ahora, es evidente que no se puede en ningún momento
atentar contra el derecho de los menores, que la propia
Constitución en su artículo 20.4 nos dice que debemos res-
petar, y yo entiendo que con carácter prioritario a cualquier
otro derecho de información. Y eso es lo que he venido a
expresar ante SS. SS., la preocupación de que no existiera
ninguna ley que enmarcara de qué manera ese conflicto
entre los dos derechos se va a resolver en el futuro. Sus se-
ñorías están en este momento haciendo un esfuerzo legis-
lativo importante, así lo demuestran tanto la Comisión del
Senado como las distintas proposiciones que se están lle-
vando a delante en el Congreso o la misma inclusión en el
Boletín Oficial de las Cortes Generales de la aplicación de
la Directiva de Televisión sin Fronteras, que era una asig-
natura pendiente. Debemos tener efectivamente la tranqui-
lidad en la conciencia de todos los telespectadores y de to-
dos los españoles de que nuestros jóvenes, nuestra infan-
cia, no se va a ver afectada por esa especie de libertad sin
límites que podría significar un atentado a su propia digni-
dad, a la propia dignidad de nuestros menores y de nuestra
infancia.

Y nada más. Quiero agradecerles el enorme esfuerzo de
paciencia que han tenido que realizar esta mañana aquí,
aguantando las cosas que he venido desgranando con ma-
yor o menor acierto, porque la verdad es que hoy estaba en
condiciones, como ustedes han visto, poco gratas para ha-
blar, pero siempre procuro estar en el sitio que debo de es-
tar.
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Muchas gracias, señorías, y hasta otra.

El señor PRESIDENTE: Creo resumir la opinión de
todos los comisionados agradeciéndole al señor Álvarez
de Miranda, que se encuentra convaleciente, la marato-
niana comparecencia que ha tenido en esta Comisión, y

quiero también transmitirles mi reconocimiento por el alto
nivel que ha tenido esta comisión, que yo espero que tenga
repetición en otras ediciones.

Se levanta la sesión.

Eran las dos y diez minutos de la tarde.
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